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PRÓLOGO 
 
La Directiva sobre evaluación ambiental estratégica constituye un importante avance 
en la legislación comunitaria sobre medio ambiente. Hasta el momento, los grandes 
proyectos con posibilidad de repercutir en el entorno natural han de evaluarse de 
conformidad con la Directiva 85/337/CEE. La evaluación, sin embargo, tiene lugar en 
una fase en que las posibilidades de repercusión significativa son a menudo limitadas. 
Las decisiones sobre el emplazamiento de un proyecto, o sobre opciones alternativas, 
pueden haberse tomado ya como parte de planes para un sector amplio o de una zona 
geográfica entera. La Directiva sobre evaluación ambiental estratégica (2001/42/CE) 
colma esta laguna al exigir que se evalúen los efectos medioambientales en un amplio 
espectro de planes y programas, de manera que sigan teniéndose en cuenta en el 
momento de elaborar efectivamente los planes y, en su día, de adoptarlos. La 
población ha de ser consultada igualmente sobre los proyectos de planes o sobre la 
evaluación ambiental y sus opiniones deberán tenerse en consideración. 
 
Si bien el concepto de evaluación ambiental estratégica es relativamente sencillo, la 
aplicación de la directiva plantea a los Estados miembros un reto considerable. 
Además de entrañar una importante labor de toma de decisiones, en muchos casos 
podrá hacer precisa una mayor estructuración de los procedimientos de planificación y 
consulta. Las propuestas deberán evaluarse de modo más sistemático contrastándolas 
con criterios medioambientales para determinar sus posibles efectos y los de otras 
alternativas viables. Se plantearán dificultades de interpretación, pero, si se aplican 
correctamente, las evaluaciones permitirán llegar a decisiones más fundamentadas. A 
su vez, ello redundará en una mejor calidad de vida y un entorno más sostenible, 
ahora y para las generaciones futuras. 
 
Es, pues, importante que, para que la Directiva de aplique con coherencia en toda la 
Unión Europea, los Estados miembros comprendan con claridad los requisitos en ella 
recogidos. 
 
El presente documento se ha elaborado con esa meta. Deberá ayudar a los Estados 
miembros a aplicar la Directiva satisfaciendo esos requisitos y, así, obtener los 
beneficios para los que fue adoptada. Por último deberá permitirles comprender mejor 
la finalidad y la puesta en práctica de la Directiva y a considerar las implicaciones que 
tendrá en sus propios procedimientos de planificación. 
 
 
Catherine Day 
Directora General – DG Medio Ambiente 
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1. INTRODUCCIÓN 
 
1.1. La Directiva 2001/42/CE del Parlamento Europeo y del Consejo relativa a la 

evaluación de los efectos de determinados planes y programas en el medio 
ambiente1 («Directiva sobre evaluación ambiental estratégica»)2 entró en vigor 
el 21 de julio de 2001 y ha de aplicarse en los Estados miembros antes del 21 
de julio de 2004. Influirá notablemente en el trabajo de muchas 
administraciones públicas al obligarles a estudiar de forma sistemática si los 
planes y programas que elaboran entran en su ámbito de aplicación y, por lo 
tanto, si es necesario que lleven a cabo una evaluación medioambiental de sus 
propuestas, de conformidad con los procedimientos establecidos en la 
Directiva.  

 
1.2. La experiencia obtenida en relación con la Directiva 85/337/CEE, relativa a la 

evaluación de las repercusiones de determinados proyectos públicos y 
privados sobre el medio ambiente («Directiva sobre evaluación del impacto 
ambiental o EIA»)3, ha demostrado que es importante asegurar una puesta en 
práctica y una aplicación uniformes en toda la Comunidad para alcanzar el 
máximo potencial de protección del medio ambiente y de desarrollo 
sostenible. El presente documento se ha elaborado con idea de dar unas 
orientaciones a los Estados miembros y asegurar, desde un primer momento, 
una puesta en práctica y una aplicación lo más coherentes posible de la 
Directiva sobre evaluación ambiental estratégica.  

 
1.3. El documento ha sido elaborado por representantes de los Estados miembros y 

de la Dirección General de Medio Ambiente de la Comisión Europea que, 
conjuntamente, reunían experiencia tanto en la negociación de la Directiva 
como en la realización de evaluaciones medioambientales en distintos niveles 
(véase el apéndice II). También se ha enriquecido con los comentarios de 
expertos nacionales en evaluación ambiental estratégica, tanto de los Estados 
miembros como de los países de la adhesión. Los autores han tenido muy en 
cuenta las preguntas que se les plantearán a los Estados miembros a medida 
que vayan aplicando la Directiva en sus propios ordenamientos jurídicos.  

 
1.4. El documento está concebido para ayudar a los Estados miembros, a los 

Estados de la adhesión y a los países candidatos a comprender plenamente las 
obligaciones que contiene la Directiva y ayudarles a transponerla a su 
legislación nacional, así como a crear o mejorar los procedimientos con los 
que dar cumplimiento a las obligaciones jurídicas. No se pretende explicar 
cómo llevar a cabo una evaluación medioambiental, aunque sí se ofrecen 
algunos consejos prácticos sobre cómo cumplir con determinados requisitos. 
Unido a las orientaciones nacionales que preparen los Estados miembros, el 
documento también debería servir asimismo a las autoridades responsables de 

                                                           
1 DO L 197 de 21.7.2001, pág. 30. 
2 Aunque la palabra «estratégica» no aparece ni en el título ni en el texto de la Directiva, se la 

suele denominar «Directiva sobre evaluación ambiental estratégica» porque trata de la 
evaluación medioambiental en un nivel superior y más estratégico que el de los proyectos (los 
cuales se tratan en la Directiva sobre evaluación del impacto ambiental (o EIA) (Directiva 
85/337/CEE, modificada por la Directiva 97/11/CE)). 

3  DO L 175 de 5.7.1985, pág. 40. 
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aplicar la Directiva a la hora de elaborar sus planes y programas. Podría ser 
útil además cuando las administraciones estudien el Protocolo sobre 
evaluación ambiental estratégica de la Comisión Económica para Europa de 
las Naciones Unidas (CEPE), que se abrió a la firma el 21 de mayo de 2003 en 
la quinta conferencia ministerial «Medio ambiente para Europa», celebrada en 
Kiev, Ucrania4. 

 
1.5. El documento representa exclusivamente las opiniones de los servicios de la 

Comisión y no tiene carácter vinculante. Por otra parte, la presente versión no 
tiene por qué ser definitiva. El documento podrá ser revisado en el futuro a la 
vista de la experiencia que se obtenga al poner en práctica la Directiva y de la 
futura jurisprudencia. La intención no es dar respuestas absolutas a preguntas 
específicas, sino arrojar alguna luz sobre cómo abordarlas. Hay que recalcar 
que, en última instancia, la interpretación de una directiva corresponde al 
Tribunal de Justicia Europeo (TJE).  

 
1.6. La estructura del documento sigue el orden de los artículos de la propia 

Directiva. El primer paso para comprender ésta es decidir a qué planes y 
programas es aplicable. El documento, por lo tanto, empieza comentando su 
ámbito de aplicación, centrando la atención en el concepto de «planes y 
programas», así como en la cuestión de si es probable que tengan efectos 
significativos en el medio ambiente. A continuación se examinan, por orden, 
el contenido del informe medioambiental, los requisitos en cuanto a garantías 
de calidad, las disposiciones en materia de consulta, las características del 
requisito de supervisión y, por último, las relaciones entre la Directiva y otros 
actos legislativos comunitarios.  

 
1.7. En la medida de lo posible, en la presentación de cada párrafo se sigue un 

mismo patrón: la referencia (en cursiva) a la disposición o disposiciones 
correspondientes de la Directiva, una breve introducción al tema y el examen 
de las cuestiones planteadas. Cuando procede, se recurre a la jurisprudencia 
del TJE y, más concretamente, a las decisiones relacionadas con la Directiva 
EIA. Las citas de la propia Directiva van en cursiva. Cuando se emplean 
ejemplos en el documento, no se quiere dar a entender que entran 
necesariamente en el ámbito de aplicación de la Directiva, algo que se deberá 
decidir caso por caso. 

 

                                                           
4  Protocolo sobre evaluación ambiental estratégica a la Convención sobre la evaluación de los 

efectos en el medio ambiente en un contexto transfronterizo (Convención de Espoo). Sus 
disposiciones relativas a los planes y programas son parecidas, aunque no idénticas, a las de la 
Directiva. El Protocolo contiene además un artículo sobre políticas y legislación.  
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2. OBJETIVOS DE LA DIRECTIVA 
 

Artículo 1 
 

La presente Directiva tiene por objeto conseguir un elevado nivel de 
protección del medio ambiente y contribuir a la integración de aspectos 
medioambientales en la preparación y adopción de planes y programas con el 
fin de promover un desarrollo sostenible, garantizando la realización, de 
conformidad con las disposiciones de la presente Directiva, de una evaluación 
medioambiental de determinados planes y programas que puedan tener 
efectos significativos en el medio ambiente. 
 

2.1. El artículo 1 establece dos objetivos para la realización de una evaluación 
medioambiental de conformidad con la Directiva: 

 
- Conseguir un elevado nivel de protección del medio ambiente. 

 
- Contribuir a la integración de aspectos medioambientales en la preparación y 
adopción de planes y programas con el fin de promover un desarrollo 
sostenible. 

 
2.2. Estos objetivos conectan la Directiva con los objetivos generales de la política 

de medio ambiente de la Comunidad, conforme a lo establecido en el Tratado 
CE5. Según el artículo 6 del Tratado, «las exigencias de la protección del 
medio ambiente deberán integrarse en la definición y en la realización de las 
políticas y acciones de la Comunidad, en particular con objeto de fomentar un 
desarrollo sostenible». 

 
2.3. El artículo 1 se debe leer en combinación con los considerandos de la 

Directiva, en particular los considerandos 4, 5 y 6, en los que también se 
describen los fines de la Directiva: 

 
- Garantizar que se tendrán en cuenta durante la preparación, y antes de su 
adopción, esas repercusiones al elaborarse tales planes y programas 
(considerando 4). 

 
- Redundar en beneficio de los medios empresariales, ya que se creará un 
marco más coherente en el que podrán desempeñar sus actividades mediante la 
inclusión de la pertinente información medioambiental en el proceso de toma 
de decisiones. La inclusión de una serie de factores más amplia en el marco 
del proceso de toma de decisiones debe contribuir a encontrar unas soluciones 
más sostenibles y eficaces (considerando 5). 

 
- Contener unos requisitos de procedimiento comunes, necesarios para 
contribuir a un elevado nivel de protección del medio ambiente (considerando 
6). 

                                                           
5  Artículo 174 del Tratado constitutivo de la Comunidad Europea. 
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3.  ÁMBITO DE APLICACIÓN DE LA DIRECTIVA6 
 
3.1. Las disposiciones que determinan el ámbito de aplicación de la Directiva están 

recogidas principalmente en dos artículos relacionados entre sí: el artículo 2 
define determinadas características que deben poseer los planes y programas 
para que les sea aplicable la Directiva. A continuación, el artículo 3 define 
unas normas para determinar cuáles de esos planes y programas es probable 
que tengan efectos significativos en el medio ambiente y, por lo tanto, deberán 
ser sometidos a una evaluación medioambiental. En el apartado 3 del artículo 
13 se define el ámbito de aplicación temporal (véanse los párrafos 3.64 a 3.66 
del presente documento). 

 
Artículo 2 

 
a) (se entenderá por) planes y programas: los planes y programas, incluidos 
los cofinanciados por la Comunidad Europea, así como cualquier 
modificación de los mismos: 

 
- cuya elaboración o adopción, o ambas, incumban a una autoridad nacional, 
regional o local, o que estén siendo elaborados por una autoridad para su 
adopción, mediante un procedimiento legislativo, por parte de un Parlamento 
o Gobierno, y 

 
- que sean exigidos por disposiciones legales, reglamentarias o 
administrativas  

 
3.2. El primer requisito para que los planes y programas estén sujetos a la 

Directiva es que respondan a las condiciones establecidas en ambos guiones de 
la letra a) del artículo 2. Es decir, debe cumplirse al mismo tiempo que su 
«elaboración o adopción, o ambas, incumban a una autoridad nacional, 
regional o local» y que sean «exigidos por disposiciones legales, 
reglamentarias o administrativas». 

 
3.3. La definición de planes y programas en la Directiva acaba ahí. Los términos 

no son sinónimos, pero pueden tener numerosos significados que coinciden en 
algunos puntos. En lo que las disposiciones de la Directiva se refiere, son 
tratados de forma idéntica. Por ello no es ni necesario ni posible hacer una 
distinción rigurosa entre ambos. Para determinar si un documento es un plan o 
un programa a los efectos de la Directiva, es necesario decidir si presenta las 
características fundamentales de un plan o programa del tipo descrito. El 
nombre por sí solo («plan», «programa», «estrategia», «orientaciones», etc.) 
no basta para saberlo, pues se pueden encontrar bajo nombres muy diversos 
documentos que contengan todas las características de un plan o programa 
según se define en la Directiva.  

 

                                                           
6  En la jerga de la evaluación medioambiental, «ámbito de aplicación» por lo general se refiere al 

ámbito de aplicación geográfico del informe medioambiental que se describe en el artículo 5, 
que no hay que confundir con «ámbito de aplicación» de la Directiva según se emplea en el 
título del artículo 3.  



 7

3.4. Al examinar el concepto de «proyecto» con arreglo a la Directiva EIA en el 
asunto C-72/95 Kraaijeveld, el TJE señaló que el ámbito de aplicación de la 
Directiva es extenso y su objetivo muy amplio. En vista del lenguaje empleado 
en la Directiva 2001/42/CE, de la conexión entre sus objetivos y los de la 
Directiva EIA y de las similitudes conceptuales entre ambas directivas, se 
aconseja a los Estados miembros que adopten un enfoque similar al estudiar si 
un acto ha de ser considerado como plan o programa incluido en el ámbito de 
aplicación de la Directiva 2001/42/CE. Un posible criterio es en qué grado es 
probable que el acto tenga efectos significativos en el medio ambiente. Quizá 
los términos deban interpretarse como toda declaración oficial que vaya más 
allá de la mera intención y marque un curso intencionado para la futura 
actuación.  

 
3.5. El tipo de documento que en algunos Estados miembros se entiende por plan 

es aquél en el que se expone cómo se tiene la intención de llevar a cabo o 
aplicar un régimen o política. Esto podría incluir, por ejemplo, planes de usos 
del suelo en los que se defina cómo se va a utilizar el suelo, o en los que se 
establezcan normas o se den orientaciones sobre el tipo de proyecto que podría 
ser apropiado o autorizarse en zonas concretas, o en los que se marquen 
criterios que se deban tener en cuenta al formular nuevos proyectos. Los 
planes de gestión de residuos, planes hidrológicos, etc., también contarían 
como planes a los efectos de la Directiva si entran dentro de la definición 
incluida en la letra a) del artículo 2 y responden a los criterios enunciados en el 
artículo 37. 

 
3.6. En algunos Estados miembros, normalmente se entiende por programa el plan 

que abarca un conjunto de proyectos en una zona determinada; por ejemplo, 
podría clasificarse como programa un plan de regeneración de una zona 
urbana que comprenda varios proyectos de construcción distintos. «Programa» 
tendría, pues entonces bastante pormenorizado y concreto. Un buen ejemplo 
de programa en este sentido podría ser el Programa Integral de Transporte 
Islandés, que está destinado a sustituir a los programas independientes de 
proyectos de carreteras, aeropuertos, puertos y protección costera. En él se 
define la infraestructura de transportes y la política al respecto por un período 
de doce años (identificando los proyectos por su nombre, ubicación y coste). 
Pero estas distinciones no son precisas y han de examinarse según los distintos 
casos. Otros Estados miembros emplean la palabra «programa» como «la 
forma en que se tiene el propósito de desarrollar una política», en el sentido en 
el que hablaba de «plan» en el párrafo anterior. En la planificación urbanística 
y del territorio en Suecia, por ejemplo, el programa precede al plan y se 
entiende que es un medio de estudiar la necesidad, la pertinencia y la 
viabilidad de dicho plan. 

 

                                                           
7  En el asunto C-387/97 (Comisión/Grecia), el TJE valoró qué es lo que no podría considerarse 

como planes que los Estados miembros están obligados a adoptar en virtud del artículo 6 de la 
Directiva 75/442 y del artículo 12 de la Directiva 78/319. Afirmó que «una normativa o medidas 
concretas que sólo representan una serie de intervenciones normativas aisladas, que no pueden 
constituir un sistema organizado y articulado destinado a eliminar los residuos y los residuos 
tóxicos y peligrosos, no pueden considerarse planes o programas [en ese sentido]» (párrafo 76). 
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3.7. Los planes y programas incluyen los cofinanciados por la Comunidad 
Europea. La Directiva, por supuesto, va dirigida sólo a los Estados miembros 
y no a las instituciones de la Comunidad8. Con independencia de cuál sea el 
proceso de toma de decisiones dentro de las instituciones de la Comunidad con 
respecto a financiación (y de que dichas instituciones realicen una evaluación 
ambiental estratégica u otra forma de evaluación análoga), el Estado miembro 
tendrá que hacer una evaluación siempre que el plan o programa esté sujeto a 
la Directiva.  

 
3.8. Si se cumplen los criterios enunciados en los artículos 2 y 3, la Directiva sería 

aplicable en principio a los planes cofinanciados en varios sectores, entre ellos 
los de transporte y los de desarrollo regional, económico y social (Fondos 
estructurales)9. El apartado 3 del artículo 11 estipula expresamente que, para 
los planes y programas cofinanciados por la Comunidad Europea, la 
evaluación medioambiental que prevé la Directiva 2001/42/CE se efectuará de 
acuerdo con las disposiciones específicas de la legislación comunitaria 
establecidas para los mismos. La evaluación, por consiguiente, deberá cumplir 
cada uno de los requisitos exigidos por la legislación aplicable; una evaluación 
que sea suficiente para una Directiva pudiera no serlo para otra. Los planes y 
programas cofinanciados dentro de los respectivos períodos de programación 
vigentes de los reglamentos 1260/1999/CE y 1257/1999/CE quedan excluidos 
del ámbito de la Directiva sobre evaluación ambiental estratégica, debido a 
que esos planes y programas habrán sido aprobados, casi con total seguridad, 
antes de que termine el plazo de transposición de la Directiva en los Estados 
miembros (21 de julio de 2004) y se habrán sometido a una evaluación 
medioambiental previa. La exención no es aplicable a los futuros períodos de 
programación con arreglo a dichos reglamentos, y en el apartado 4 del artículo 
12 se pide que la Comisión informe sobre la relación entre la Directiva y los 
reglamentos antes de que concluyan los períodos de programación actuales.  

 
3.9. La definición de los planes y programas incluye las modificaciones 

introducidas en los mismos. Muchos planes, especialmente los de usos del 
suelo, se modifican cuando ya han quedado anticuados en lugar de ser 
elaborados de nuevo. Tales modificaciones reciben el mismo trato que los 
propios planes y programas y requieren una evaluación medioambiental a 
condición de que se respeten los criterios establecidos en la Directiva. Si no se 
diera a las modificaciones la misma importancia que a los propios planes y 
programas, el ámbito de aplicación de la Directiva estaría más restringido10. 
La aprobación de las modificaciones deberá ser objeto de un procedimiento 
adecuado. Es importante distinguir entre modificaciones de planes y 
programas y modificaciones de proyectos concretos previstos dentro de un 
plan o programa. En el segundo caso (es decir, cuando un proyecto concreto se 

                                                           
8  La Comisión ha introducido un procedimiento para evaluar los efectos de sus propias 

propuestas: «Comunicación sobre la evaluación del impacto», de 5 de junio de 2002, 
COM(2002)276 final). 

9  Se entiende que los «Fondos estructurales» incluyen el Fondo Europeo de Desarrollo Regional, 
el Fondo Social Europeo, el Fondo Europeo de Orientación y de Garantía Agrícola y el 
Instrumento Financiero de Orientación de la Pesca (véase el Reglamento 1260/1999/CE). 

10  Véase asimismo el asunto C-72/95 (Kraaijeveld), que trataba una cuestión similar en relación 
con la Directiva EIA antes de su modificación por la Directiva 97/11/CE. 
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modifica después de la aprobación del plan o programa) no es de aplicación la 
Directiva 2001/42/CE sino otros actos legislativos. A título de ejemplo puede 
citarse un plan de construcción de carreteras y ferrocarril, que incluya una 
larga lista de proyectos, aprobado tras realizarse la evaluación ambiental 
estratégica. Si, al ejecutar el plan o programa, se propusiera una modificación 
de uno de los proyectos que lo constituyen por sus posibles repercusiones en el 
medio ambiente, debería hacerse una evaluación medioambiental en virtud de 
las disposiciones legales pertinentes (por ejemplo, la Directiva sobre hábitats 
y/o la Directiva EIA). 

 
3.10. De conformidad con el artículo 5 de la Directiva 2001/42/CE, se deberán 

identificar, describir y evaluar los probable efectos significativos en el medio 
ambiente de la aplicación del plan o programa. Por ello es lógico plantearse 
que la modificación de un plan o un programa durante su elaboración deberá 
ser objeto de una evaluación con arreglo al artículo 5 si la modificación en sí 
supone efectos significativos en el medio ambiente que aún no se hayan 
evaluado. Esto podría ocurrir si la modificación respondiera a una consulta, o 
a la reconsideración de elementos del plan o programa, o si el estado del 
medio ambiente hubiera cambiado hasta el punto de hacer necesaria la 
evaluación. Incluso unas pequeñas modificaciones pueden producir efectos 
significativos en el medio ambiente, como se afirma en el apartado 3 del 
artículo 3 de la Directiva. Podrían producirse retrasos en la aprobación del 
plan o programa, pero esos retrasos habrán de reducirse al mínimo y quedar 
siempre supeditados al requisito primordial que es realizar la evaluación. 

 
3.11. La parte que dice «cuya elaboración o adopción, o ambas, incumban a una 

autoridad» recalca que los planes y programas deben responder a 
determinadas condiciones formales para que les sea aplicable la Directiva. La 
idea básica de esta frase es que, al final, un plan o programa siempre será 
aprobado oficialmente por una autoridad. Sin embargo, el enunciado incluiría 
asimismo la situación de que un plan sea elaborado por una autoridad (o por 
una persona física o jurídica que trabaje por cuenta de la autoridad) y sea 
aprobado por otra.  

 
3.12. El concepto de «autoridad» ha recibido una definición extensa en la 

jurisprudencia del TJE. Se puede definir como un ente al que, con 
independencia de su forma jurídica y del alcance de sus poderes (nacional, 
regional o local), se le encomendado, en virtud de una medida adoptada por el 
Estado, la prestación de un servicio público bajo el control de este último, y 
dispone para ello de poderes especiales que van más allá de los derivados de 
las normas habituales aplicables en las relaciones entre individuos (asunto C-
188/89 Foster y otros/British Gas). Por ejemplo, a las empresas de servicios 
públicos privatizadas se les puede exigir que desempeñen algunas tareas u 
obligaciones (como preparar planes a largo plazo para garantizar los recursos 
hídricos) que en regímenes no privatizados estarían a cargo de autoridades 
públicas. Con respecto a dichas funciones, se las tratará como autoridades a 
los efectos de la Directiva. En otros aspectos (como la prestación de servicios 
de consultoría en el extranjero) no se las consideraría como autoridades en el 
sentido definido en la Directiva. 
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3.13. Los planes y programas que elaboren los entes privados para sus propios fines 
(es decir, cuando no estén actuando como autoridades según lo descrito 
anteriormente, ni como agentes de autoridades; ni estén preparándolos para la 
aprobación por autoridades) no están sujetos a la Directiva. 

 
3.14. La elaboración de un plan o programa abarca un proceso que dura justo hasta 

su aprobación. La aprobación mediante un procedimiento legislativo, por 
parte de un Parlamento o Gobierno es uno de los procedimientos que 
existen para la adopción de planes y programas en algunos Estados miembros. 
Por ejemplo, en Italia, los planes de ordenación territorial y planes urbanísticos 
regionales y locales son adoptados y aprobados por las correspondientes 
autoridades regionales o locales mediante un procedimiento en dos fases. La 
aprobación definitiva con frecuencia se hace mediante una ley regional. 
«Gobierno» no está restringido al nivel del Estado. En algunos países, los 
planes y programas pueden ser adoptados mediante legislación primaria o 
secundaria de cualquier cuerpo legislativo estatal, regional o local. También en 
estos casos se someten a una evaluación medioambiental cuando se cumplen 
los otros requisitos de la Directiva. Un ejemplo de escala nacional son los 
Schémas de services collectifs franceses, que son elaborados a nivel nacional, 
con consultas a nivel regional, y son aprobados por el Gobierno previa 
consulta al Parlamento.  

 
3.15. Otro elemento importante para que un plan o programa esté sujeto a la 

Directiva es que sea exigido por disposiciones legales, reglamentarias o 
administrativas. Si no se cumple esta condición, la Directiva no será 
aplicable. Normalmente los planes y programas voluntarios aparecen porque la 
legislación se expresa en términos permisivos11 o porque una autoridad decide 
preparar un plan o una actividad que no están regulados. En cambio, si una 
autoridad no tiene la obligación de elaborar un plan a menos que se cumplan 
ciertas condiciones previas, probablemente le será aplicable la Directiva una 
vez cumplidas dichas condiciones (y los otros requisitos exigidos en los 
artículos 2 y 3). Los Estados miembros, por supuesto, pueden decidir si lo 
desean, respetando sus propios sistemas nacionales, ir más lejos de los 
requisitos mínimos de la Directiva. 

 
3.16. Las disposiciones administrativas son requisitos oficiales que se establecen 

para asegurar que se adoptan medidas, y que normalmente no siguen los 
mismos procedimientos que se necesitarían para aprobar nuevas leyes ni 
tienen necesariamente toda la fuerza de una ley. En esta categoría podrían 
entrar algunas disposiciones de ley y normativas de carácter no obligatorio. 
Para determinar si una disposición concreta es una «disposición 
administrativa» a los efectos de la Directiva, se pueden usar como 
indicaciones el alcance de los trámites necesarios para su elaboración y su 
capacidad ejecutoria. Las disposiciones administrativas, por definición, no son 
necesariamente vinculantes, pero para que sea aplicable la Directiva, los 
planes y programas elaborados o adoptados en virtud de las mismas deberán 
estar exigidos por ellas, al igual que ocurre con las disposiciones legales o 
reglamentarias.  

                                                           
11  «La autoridad podrá elaborar un plan» y no «la autoridad deberá elaborar un plan». 
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Artículo 3 
 

3.17. El artículo 3 define el ámbito de aplicación de la Directiva y es fundamental 
para su funcionamiento. Comienza expresando el requisito de que se lleve a 
cabo una evaluación medioambiental en relación con determinados planes y 
programas que puedan tener efectos significativos en el medio ambiente 
(apartado 1). A continuación define las clases de planes y programas que 
requieren la evaluación, ya sea de forma automática (apartado 2) o porque así 
lo determinen los Estados miembros (apartados 3 y 4). En el apartado 5 se 
especifica cómo hacer la determinación.  

 
3.18. Los apartados 6 y 7 tratan de los aspectos de transparencia de la determinación 

que se realice en virtud del apartado 5, en tanto que en los apartados 8 y 9 se 
enumeran algunos planes y programas que quedan exentos del ámbito de 
aplicación de la Directiva.  

 
3.19. El momento temporal desde el que serán aplicables estas disposiciones se 

define en el apartado 3 del artículo 13 de la Directiva. 
 
Apartado 1 del artículo 3 
 
Se llevará a cabo una evaluación medioambiental, conforme a lo dispuesto en 
los artículos 4 a 9 de la presente Directiva, en relación con los planes y 
programas a que se refieren los apartados 2 y 4 que puedan tener efectos 
significativos en el medio ambiente.  
 

3.20. El apartado 1 del artículo 3 es el punto de partida de las disposiciones más 
pormenorizadas que siguen en el resto del artículo. La evaluación que se lleve 
a cabo deberá ser conforme a lo dispuesto en los artículos 4 a 9, y los planes y 
programas que se deberán evaluar se especifican en los apartados 2 a 4.  

 
3.21. La relación entre el apartado 1 y los apartados 2 a 4 se aclara en el 

considerando 10. Es importante señalar que los planes y programas definidos 
en el apartado 2 deberán ser sometidos, por norma general, a una evaluación 
medioambiental sistemática. Excepto en los casos previstos en el apartado 3, 
no se deja al arbitrio de los Estados miembros el determinar si los planes y 
programas contemplados en el apartado 2 pueden tener de hecho efectos 
significativos en el medio ambiente: la Directiva considera que los tendrán. En 
cambio, los Estados miembros deberán determinar si los planes y programas a 
los que no se hace referencia en el apartado 2, que establezcan un marco para 
la autorización en el futuro de proyectos, pueden tener efectos significativos 
en el medio ambiente y, por consiguiente, requieren una evaluación 
medioambiental de conformidad con lo dispuesto en el apartado 1.  

 
Apartado 2 del artículo 3 
 
Salvo lo dispuesto en el apartado 3, serán objeto de evaluación 
medioambiental todos los planes y programas:  
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a) que se elaboren con respecto a la agricultura, la silvicultura, la pesca, la 
energía, la industria, el transporte, la gestión de residuos, la gestión de 
recursos hídricos, las telecomunicaciones, el turismo, la ordenación del 
territorio urbano y rural o la utilización del suelo y que establezcan el marco 
para la autorización en el futuro de proyectos enumerados en los anexos I y II 
de la Directiva 85/337/CEE, o 

 
b) que, atendiendo al efecto probable en algunas zonas, se haya establecido 
que requieren una evaluación conforme a lo dispuesto en los artículos 6 o 7 
de la Directiva 92/43/CEE 
 

3.22. En el apartado 2 se describen dos clases de planes y programas que se 
considera pueden tener efectos significativos en el medio ambiente. Para que 
un plan o programa entre en el ámbito de aplicación de la letra a) del apartado 
2, se tendrán que cumplir las dos condiciones en él descritas: el plan o 
programa se debe haber elaborado con respecto a uno o más de los sectores 
(agricultura, silvicultura, pesca, etc.) y debe establecer el marco para la 
autorización en el futuro de proyectos enumerados en la Directiva EIA. No es 
necesario decidir si los proyectos enumerados en el anexo II de la citada 
directiva requerirían una EIA. Sólo es necesario que pertenezcan a una de las 
categorías enumeradas en el anexo I o el anexo II de la Directiva EIA.  

 
3.23. El significado de «establezcan el marco para la autorización en el futuro 

de proyectos» es crucial para la interpretación de la Directiva, aunque en el 
texto no haya una definición. Normalmente querría decir que el plan o 
programa contiene criterios o condiciones que marcan el camino para que la 
autoridad competente decida autorizar un proyecto. Dichos criterios podrían 
limitar el tipo de actividad o de proyecto que se puede autorizar en una 
determinada zona; o podrían imponer las condiciones que deberá reunir el 
solicitante para que se le conceda el permiso; o bien podrían estar concebidos 
para proteger determinadas características de la zona en cuestión (como una 
combinación de usos del suelo que favorezca la vitalidad económica de la 
zona).  

 
3.24. Las palabras «establece un marco para proyectos y otras actividades» se 

emplean en el anexo II con ejemplos de cómo se puede establecer dicho marco 
(ubicación, características, dimensiones o condiciones de funcionamiento de 
los proyectos y asignación de recursos). Dichos ejemplos son indicativos y no 
exhaustivos. 

 
3.25. Tal como se aclara en el anexo II, una forma de «establecer el marco» puede 

ser por el modo en que se asignen los recursos, pero no hay que olvidar las 
exenciones contempladas en el apartado 8 del artículo 3. La Directiva no 
define el significado de «recursos» y, en principio, éstos podrán ser financieros 
o naturales (o quizá incluso humanos). La asignación generalizada de recursos 
financieros no parece que sea suficiente para «establecer el marco», por 
ejemplo, una asignación general en toda una actividad (como puede ser la 
asignación completa de recursos para el programa nacional de vivienda). Sería 
necesario que la asignación de recursos condicionara de forma específica e 
identificable cómo se van a conceder las autorizaciones (por ejemplo, 
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marcando una futura línea de actuación (como la indicada anteriormente) o 
limitando los posibles tipos de soluciones disponibles).  

 
3.26. Los planes de usos del suelo generalmente contienen criterios que determinan 

qué tipo de proyectos se pueden realizar en zonas concretas y son un típico 
ejemplo de planes que establecen el marco para la autorización de proyectos 
en el futuro. Un ejemplo de esto último son los planes municipales de usos del 
suelo de los Países Bajos, que, en algunos casos, establecen condiciones para 
la concesión de permisos de construcción por los municipios. El que unos 
criterios o condiciones concretos establezcan el marco en casos individuales 
será una cuestión práctica y de grado en cada caso: un único factor limitativo 
puede tener tanta importancia como para ejercer una influencia dominante en 
futuras autorizaciones. En cambio, varios factores bastante triviales o 
imprecisos pueden no tener ningún tipo de influencia en la concesión de 
autorizaciones.  

 
3.27. El enunciado podría incluir los planes y programas que, una vez adoptados, 

sirvan ellos mismos de autorización de proyectos, siempre que estos últimos 
respondan a las condiciones definidas en el plan o programa. Tales 
disposiciones existen en varios Estados miembros. Podría incluir los planes y 
programas que, en algunos países, establecen unas condiciones jurídicamente 
vinculantes a las que se deberán atener las futuras autorizaciones de proyectos.  

 
3.28. El enunciado podría incluir asimismo los planes y programas sectoriales que, 

en términos generales, indiquen dónde se deberán desarrollar los proyectos 
posteriores del sector en cuestión. Sería necesario estudiar, en cada caso, en 
qué medida las decisiones futuras sobre proyectos se han visto condicionadas 
por el plan o programa. 

 
3.29. El apartado 2 del artículo 3 se refiere expresamente a los «proyectos» 

enumerados en la Directiva EIA. En ella, «proyecto» se define como:  
 

- la realización de trabajos de construcción o de otras instalaciones u 
obras 
- otras intervenciones en el medio natural o el paisaje, incluidas las 
destinadas a la explotación de los recursos del suelo 

 
3.30. La palabra «proyecto» se deberá interpretar de una forma coherente con su 

empleo en la Directiva EIA. Lo mismo puede decirse del empleo del término 
en el apartado 4 del artículo 3, dada la similitud conceptual y lingüística entre 
ambas disposiciones.  

 
3.31. Los planes urbanísticos, de ordenación del territorio y de usos del suelo se 

ocupan de los usos, nuevos o distintos, que se podrá dar al suelo. Los términos 
quizá se usen de modo diferente en los distintos Estados miembros, pero en 
general tratan de cómo se podrá usar el territorio, aunque el concepto de uno 
sea más general que el de los otros.  

 
3.32. La letra b) del apartado 2 del artículo 3 se refiere a los artículos 6 y 7 de la 

Directiva 92/43/CEE (Directiva sobre hábitats), los cuales exigen una 
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«adecuada evaluación» de «cualquier plan o proyecto que, sin tener relación 
directa con la gestión del lugar o sin ser necesario para la misma, pueda afectar 
de forma apreciable a los citados lugares». Así pues, si se ha determinado que 
un plan12 puede afectar al medio ambiente de un lugar o lugares conforme a lo 
dispuesto en el apartado 3 del artículo 6 Directiva 92/43, este hecho 
desencadena la aplicación de la Directiva sobre evaluación ambiental 
estratégica en virtud del apartado mencionado. Los lugares en cuestión son los 
designados como zonas especiales de protección para las aves (ZEPA) con 
arreglo al artículo 4 de la Directiva 79/409, relativa a la conservación de las 
aves silvestres, y los propuestos para ser clasificados como lugares de 
importancia comunitaria en virtud del artículo 4 de la Directiva 92/43 relativa 
a la conservación de los hábitats naturales y de la fauna y flora silvestres13. 
Conforme al apartado 2 del artículo 11, es posible efectuar evaluaciones 
integradas que se ajusten simultáneamente a varias disposiciones de la 
normativa comunitaria, con el fin de evitar la duplicación de los 
procedimientos de evaluación. Sobre la cuestión de evitar la duplicación de 
evaluaciones, véanse los párrafos 9.13 y 9.19 a 9.27 del presente documento. 

 
Apartado 3 del artículo 3 
 
Los planes y programas mencionados en el apartado 2 que establezcan el uso 
de zonas pequeñas a nivel local y la introducción de modificaciones menores 
en planes y programas mencionados en el apartado 2 únicamente requerirán 
una evaluación medioambiental si los Estados miembros deciden que es 
probable que tengan efectos significativos en el medio ambiente.  
 

 
3.33. El significado de «pequeñas» en el enunciado «zonas pequeñas a nivel local» 

se debe definir teniendo en cuenta las diferencias entre Estados miembros, y 
probablemente será necesario decidirlo caso por caso. Su interpretación 
exigirá una reflexión cuidadosa. El tipo de plan o programa previsto podría ser 
un plan de construcción que defina, para una zona concreta y reducida, 
detalles de cómo se deben construir los edificios, estableciendo, por ejemplo, 
su altura, anchura o diseño. 

 
3.34. Similar dificultad existe para decidir el significado de «local». El texto de la 

Directiva no establece una clara conexión con las administraciones locales, 
pero la palabra «nivel» sí implica una diferenciación con, por ejemplo, los 
niveles nacional o regional. El enunciado completo («zonas pequeñas a nivel 
local») deja claro que no se podría excluir la totalidad de una circunscripción 
administrativa local (a menos que fuera pequeña en sí). En algunos Estados 
miembros las circunscripciones administrativas locales pueden ser de hecho 
muy extensas, por lo que la exención de toda la zona constituiría un gran 
resquicio legal en el ámbito de aplicación.  

 

                                                           
12  Hay que precisar que el apartado 3 del artículo 6 contempla planes y proyectos, no programas. 
13  Véase el documento «Gestión de espacios Natura 2000 - Disposiciones del artículo 6 de la 

Directiva 92/43/CEE sobre hábitats». 
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3.35. El criterio básico para la aplicación de la Directiva, sin embargo, no es el 
tamaño de la zona abarcada, sino si el plan o programa puede tener efectos 
significativos en el medio ambiente. Un plan o programa del que los Estados 
miembros determinen que puede tener tales efectos significativos deberá 
someterse a una evaluación medioambiental aunque con él sólo se decida el 
uso de una zona pequeña a nivel local. Algo similar se postuló en el asunto C-
392/96, Comisión/Irlanda, en el que el TJE dictaminó que, al fijar unos 
umbrales teniendo en cuenta únicamente las dimensiones de los proyectos y 
«excluyendo su naturaleza y su localización», el Estado miembro sobrepasaba 
el margen de apreciación del que disponía. Un proyecto podría tener efectos 
significativos en el medio ambiente debido a su naturaleza o su localización.  

 
3.36. Del mismo modo, las modificaciones menores tendrían que contemplarse en 

el contexto del plan o programa que se esté modificando y de la probabilidad 
de que tengan efectos significativos en el medio ambiente. Es improbable que 
una definición general de «modificaciones menores» fuera de utilidad. Dentro 
de la definición de «planes y programas» en el artículo 2, potencialmente entra 
en el ámbito de aplicación de la Directiva «cualquier modificación» de los 
mismos. En el apartado 3 del artículo 3 la cuestión se aclara al reconocerse que 
una modificación puede ser tan pequeña que sería improbable que tuviera 
efectos significativos en el medio ambiente, pero exigiendo al mismo tiempo 
que, cuando sea probable que la modificación del plan o programa tenga 
efectos significativos en el medio ambiente se deberá llevar a cabo la 
evaluación, independientemente de la escala de la modificación. Debe aquí 
señalarse que no en todas las modificaciones será preciso efectuar una nueva 
evaluación de impacto conforme a la Directiva ya que, si no es probable que 
las modificaciones produzcan efectos significativos, esa evaluación sería 
innecesaria. 

 
Apartado 4 del artículo 3 
 
En relación con los planes y programas distintos a los mencionados en el 
apartado 2, que establezcan un marco para la autorización en el futuro de 
proyectos, los Estados miembros determinarán si el plan o programa en 
cuestión puede tener efectos medioambientales significativos. 

 
3.37. El apartado 4 del artículo 3 amplía el ámbito de aplicación de la Directiva. Al 

contrario que el apartado 2 del artículo 3, no da automáticamente por sentado 
que algunos planes y programas tienen efectos significativos en el medio 
ambiente, sino que requiere que los Estados miembros lo determinen. Los 
planes y programas a los que es aplicable son todos aquellos que establezcan 
un marco para la autorización en el futuro de proyectos, pero no estén 
contemplados en el apartado 2 del artículo 3. Esto comprende tanto proyectos 
de sectores no incluidos en el apartado 2 del artículo 3 como proyectos de 
dichos sectores pero que no estén enumerados en los anexos de la Directiva 
EIA. En este apartado, al igual que en el apartado 2, sería aplicable la 
definición de «proyecto» de la Directiva EIA. El significado de «establecer 
un marco para la autorización en el futuro de proyectos» ya se comentó 
anteriormente, en relación con el apartado 2 del artículo 3. 
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Apartado 5 del artículo 3 
 
Los Estados miembros determinarán si algún plan o programa contemplado 
en los apartados 3 y 4 puede tener efectos significativos en el medio ambiente, 
ya sea estudiándolos caso por caso o especificando tipos de planes y 
programas, o combinando ambos métodos. A tal efecto, los Estados miembros 
tendrán en cuenta en cualquier caso los criterios pertinentes establecidos en 
el anexo II, a fin de garantizar que los planes y programas con efectos 
previsiblemente significativos en el medio ambiente queden cubiertos por la 
presente Directiva. 

 
3.38. Tal como ha descrito anteriormente, los apartados 3 y 4 del artículo 3 definen 

en qué circunstancias deben determinar los Estados miembros si un plan o 
programa puede tener efectos significativos en el medio ambiente. El apartado 
5 del artículo 3 estipula cómo deberán satisfacer esta obligación general, 
mientras que en el anexo II se señalan los criterios por los que habrá de guiarse 
la determinación («criterios de significación»). 

 
3.39. Los planes y programas mencionados en los apartados 3 y 4 son de dos tipos: 

(i) casos especiales de planes y programas contemplados en el apartado 2 y (ii) 
planes y programas no contemplados en el apartado 2 que establezcan un 
marco para la autorización en el futuro de proyectos. 

 
3.40. Siguiendo el modelo presentado en la Directiva EIA, la Directiva 2001/42/CE 

prevé tres métodos («mecanismos de criba») para hacer la determinación: 
estudio caso por caso, especificación de los tipos de planes o programas y 
combinación de ambos métodos. 

 
3.41. El estudio caso por caso requeriría examinar cada plan o programa 

individualmente para ver si podría tener efectos significativos en el medio 
ambiente. Este método tiene la ventaja de ser el más adecuado para tener en 
cuenta las situaciones particulares y las características de cada plan o 
programa, pero a costa de una cierta carga administrativa suplementaria. 

 
3.42. Con «especificación de tipos de planes y programas» la Directiva prevé que 

se determine de manera general si los tipos de planes y programas en cuestión 
pueden tener efectos significativos en el medio ambiente. Este método tiene la 
ventaja de la seguridad jurídica y administrativa, pues la necesidad de la 
evaluación medioambiental queda clara desde el principio. 

 
3.43. Evidentemente, no se pretende que la facultad contemplada en el apartado 5 

del artículo 3 de especificar tipos de planes y programas sea una facultad 
general para eximir categorías completas de planes y programas a menos que 
se considere que no es probable que dichos planes y programas, vistos en 
conjunto, tengan efectos significativos en el medio ambiente (véase el asunto 
C-72/95 Kraaijeveld). En la medida en que pudiera representar una excepción 
a lo dispuesto en la Directiva, se deberá interpretar restrictivamente (véase el 
comentario al apartado 65 del asunto C-435/97 Autonome Provinz Bozen). En 
la práctica, la exclusión de la evaluación medioambiental puede no estar 
justificada en muchos casos. Podría muy bien ocurrir que al principio no se 
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dispusiera de suficiente información de los planes o programas como para 
tener la seguridad de que ninguno de los de la clase propuesta tendrá efectos 
significativos en el medio ambiente. Por otra parte, habría que tener cuidado 
de evitar decisiones que desincentiven la aplicación de la Directiva a futuros 
planes y programas que puedan no compartir todas las características de la 
clase en cuestión. Por ejemplo, las modificaciones introducidas en la 
legislación podrían crear nuevos planes y programas que necesitarían ser 
estudiados para determinar si les sería aplicable la Directiva. 

 
3.44. En algunos casos quizá fuera posible una combinación de ambos métodos 

(estudio caso por caso y especificación de tipos de planes o programas). El 
método general consistiría en definir una clase de planes o programas que, en 
circunstancias especificadas, probablemente no tendrían efectos significativos 
en el medio ambiente y estipular que, en otras circunstancias, la determinación 
se hiciera caso por caso.  

 
3.45. En el apartado 5 del artículo 3 de la Directiva se exige expresamente que, al 

determinar si los planes o programas pueden tener efectos significativos en el 
medio ambiente, los Estados miembros tengan en cuenta los criterios 
pertinentes establecidos en el anexo II. La redacción implica que habrá que 
contemplar primeramente todo el conjunto de criterios del anexo II para poder 
después aplicar los correspondientes criterios. Las opiniones de expertos 
pueden ayudar a aplicar los criterios pertinentes al plan o programa para llegar 
a una decisión sobre la probable importancia de sus efectos.  

 
3.46. Otros son los aspectos a tener en cuenta cuando se establecen mecanismos de 

criba. Los criterios del anexo II se dividen en dos categorías: características de 
los planes o programas y características de los efectos y de la zona de 
influencia probable. Con frecuencia, las dudas sobre si es necesaria una 
evaluación medioambiental reflejan una incertidumbre sobre los propios 
efectos del plan o programa. Tales dudas se podrían resolver con un estudio 
más a fondo por parte de expertos; si no, se recomienda que se lleve a cabo la 
evaluación medioambiental. Aunque en el apartado 5 del artículo 3 no se hace 
referencia explícita al anexo I, también puede ser útil contemplar los factores 
medioambientales en él señalados. 

 
3.47. Al especificar tipos de planes y programas, es necesario estudiar 

detenidamente cómo aplicar los criterios enunciados en el anexo II («criterios 
de significación»). En principio, la determinación podría hacerse estableciendo 
unos criterios cualitativos o umbrales basados en los criterios de significación 
pertinentes. Es recomendable evitar los sistemas de criba basados únicamente 
en la magnitud o el umbral financiero de los proyectos, o en el área física 
abarcada por el plan o programa, ya que pueden no atenerse a la Directiva.  

 
 Anexo II: Criterios para determinar la posible significación de los efectos  
 
3.48. La lista del anexo II contiene criterios relativos a las características de los 

planes o programas (apartado 1) y a las características de los efectos y de la 
zona de influencia probable (apartado 2). No están enumerados por orden de 
importancia. La importancia de cada uno variará según los casos. En general, 
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cabe suponer que cuanto mayor sea el grado de cumplimiento de los criterios, 
más probable es que tengan efectos significativos en el medio ambiente. Puede 
ocurrir, sin embargo, que en algunos casos los efectos relacionados con un 
único criterio sean tan importantes como para hacer necesaria una evaluación 
ambiental estratégica. En tales casos, se podrá abreviar convenientemente el 
procedimiento de criba, pero normalmente se hará necesario un estudio más 
exhaustivo.  

 
3.49. Los criterios enunciados en el anexo II no son exhaustivos, y la Directiva no 

impide que los Estados miembros exijan que se tengan en cuenta otros 
criterios suplementarios. 

 
3.50. A lo largo de todo el texto de la Directiva, la evaluación medioambiental se 

supedita a la probabilidad de que se produzcan efectos significativos en el 
medio ambiente. Predecir los efectos medioambientales probables es 
complejo, especialmente en los planes o programas de alcance relativamente 
amplio, o de alto nivel, en los que puede ser difícil anticipar los resultados de 
la aplicación en el momento de aprobarlos. El uso de «puede» o «probable» da 
a entender que los efectos medioambientales que hay que tener en cuenta son 
los que cabe esperar con un grado razonable de probabilidad. 

 
La medida en que el plan o programa establece un marco para proyectos y 
otras actividades con respecto a la ubicación, las características, las 
dimensiones, las condiciones de funcionamiento o mediante la asignación de 
recursos. 

 
3.51. Cuanto más preciso sea el marco definido por un plan o programa, más 

probable es que sea necesaria una evaluación con arreglo a la Directiva. Así, 
por ejemplo, puede que los planes o programas en los que no sólo se defina el 
área en la que se pueden construir viviendas o ejercer actividades comerciales, 
sino también sus características, tamaño y (si procede) las condiciones de 
funcionamiento, establezcan un marco más detallado para los proyectos que 
los planes o programas que definan objetivos pero sin detallar las condiciones 
en las que se deberán conseguir. Puede que los planes o programas 
jurídicamente vinculantes definan el marco más estrictamente que los no 
vinculantes. Asimismo, puede que los planes o programas cuyo fin único o 
principal sea establecer un marco para proyectos definan igualmente un marco 
más preciso que otros planes o programas que presenten varios fines y 
aspectos. 

 
El grado en el que el plan o programa influye en otros planes y programas, 
incluidos los que están jerarquizados. 

 
3.52. Si un plan o programa influye mucho en otro, quizá los efectos 

medioambientales que pudiera tener se propaguen de forma más amplia (o 
profunda) que si no fuera así. Esquemáticamente, los planes y programas se 
pueden dividir en dos categorías: «horizontales» (planes y programas de un 
mismo nivel o que tengan un estatus igual o similar) y «verticales» (planes y 
programas jerarquizados). Dentro de una jerarquía, los planes y programas de 
orden superior y general podrían influir en los de orden inferior y concreto. 
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Por ejemplo, los de nivel inferior quizá deban tener en cuenta expresamente el 
contenido o los objetivos del plan o programa de nivel superior o tener que 
demostrar cómo contribuyen a los objetivos expresados en este último. 
Lógicamente, en la práctica las cosas pueden no ser tan sencillas: en algunos 
sistemas el plan o programa de orden inferior podría a veces (si fuera más 
reciente, por ejemplo) influir en el de orden superior. Los planes o programas 
vinculantes, que deberán ponerse en práctica expresamente por medio de otros 
planes o programas, probablemente tendrán una gran influencia. La condición 
jurídica de un plan o programa –si es vinculante o no– puede desempeñar un 
papel decisivo en algunos sistemas. Asimismo, los planes o programas que 
sean los únicos de un sector y no estén jerarquizados quizá tengan menos 
posibilidades de influir en otros planes o programas. No se trata de resultados 
inevitables, y las relaciones entre diferentes planes y programas se deberán 
sopesar con cuidado en cada caso. 

 
 La pertinencia del plan o programa para la integración de aspectos 

medioambientales, con el objeto en particular de promover el desarrollo 
sostenible. 

 
3.53. La cuestión que hay que abordar en este contexto es hasta qué punto el plan o 

programa previsto puede contribuir a reducir los daños para el medio 
ambiente. Un plan o programa de gran alcance en cuanto a repercusiones sobre 
el medio ambiente será un firme candidato a la evaluación, mientras que otro 
con pocas conexiones medioambientales puede no serlo. Por ejemplo, integrar 
el medio ambiente en un plan de educación es un resultado deseable. Es poco 
probable que haya mucho margen para ello en un plan sobre contenidos 
curriculares (aun suponiendo que defina el marco de proyectos); pero los 
planes relativos al alojamiento escolar sí podrían ser candidatos a una 
evaluación medioambiental, ya que tienen grandes posibilidades de influir en 
las pautas de viaje y puede que de vivienda.  

 
3.54. Por otra parte, una evaluación puede ayudar a hallar medios para mejorar los 

resultados medioambientales de un plan o programa o su contribución al 
desarrollo sostenible sin que aumenten los costes; a reducir el coste de los 
medios de protección del medio ambiente a la vez que se posibilita el 
cumplimiento de otros objetivos; o a elegir entre alternativas. 

 
Problemas medioambientales significativos para el plan o programa. 

 
3.55. La conexión de los problemas relacionados con los planes o programas no está 

definida y se podría interpretar de varias maneras. Podría incluir los casos en 
que los planes o programas causen o exacerben los problemas 
medioambientales, se vean limitados o afectados de algún otro modo por ellos, 
o bien contribuyan a resolverlos, reducirlos o evitarlos. En cualquier caso, será 
necesario determinar la naturaleza y la gravedad de los problemas 
medioambientales que guarden relación con el plan o programa. 

 
La pertinencia del plan o programa para la aplicación de la legislación 
comunitaria en materia de medio ambiente (por ejemplo, los planes y 
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programas relacionados con la gestión de residuos o la protección de los 
recursos hídricos). 

 
3.56. La Directiva emplea una palabra bastante neutral («pertinencia») dentro de 

este criterio. En este caso habrá que estudiar la contribución tanto positiva 
como negativa a la aplicación de la legislación comunitaria. Es importante 
asegurarse de que se tenga en cuenta la totalidad de la legislación comunitaria 
en materia de medio ambiente. 

 
La probabilidad, duración, frecuencia y reversibilidad de los efectos. 
El carácter acumulativo de los efectos. 
La naturaleza transfronteriza de los efectos. 
Los riesgos para la salud humana o el medio ambiente (debidos, por ejemplo, 
a accidentes). 
La magnitud y el alcance espacial de los efectos (zona geográfica y tamaño de 
La población que puedan verse afectadas).  
El valor y la vulnerabilidad de la zona probablemente afectada a causa de:  
 - las características naturales especiales o el patrimonio cultural  
 - la superación de niveles o valores límite de calidad del medio 

ambiente  
 - la explotación intensiva de la tierra  
Los efectos en zonas o parajes con estatuto de protección reconocido en los 
ámbitos nacional, comunitario o internacional. 

 
3.57. Existe mucha incertidumbre, y la falta de datos o conocimientos suficientes 

puede hacer difícil el decidir si pueden producirse efectos significativos. No 
obstante, es de suponer que siempre será posible una estimación aproximada 
de los efectos.  

 
3.58. La naturaleza y las características de los efectos probables influirán en su 

trascendencia en el contexto en el que se estén estudiando. Por ejemplo, 
procede estudiar si la probabilidad o la frecuencia de los efectos será muy 
pequeña (causa accidental) o si tendrán un carácter continuo. Por otro lado, 
cuanto más complejos (por ejemplo, a causa de sinergias y acumulación), más 
generalizados o más graves sean los efectos, más probable es que se 
consideren «significativos».  

 
3.59. Un factor igualmente importante que se ha de tener en cuenta es la posible 

área de influencia del plan o programa y, por consiguiente, de sus efectos. Hay 
que advertir que la Directiva no sólo exige que se preste atención a las zonas 
que gozan de una protección especial designada. El valor especial o la 
vulnerabilidad de la posible zona de influencia pueden hacer más probable que 
los efectos en ella deban considerarse significativos. 

 
3.60. Este aspecto fue tenido en cuenta por el TJE en el asunto C-392/96 Comisión/ 

Irlanda (mencionado anteriormente). El Tribunal afirmó que: «incluso un 
proyecto de dimensiones reducidas puede tener un impacto considerable en el 
medio ambiente cuando esté situado en un lugar en el que los factores 
medioambientales descritos en el artículo 3 de la Directiva (EIA), como la 
fauna y la flora, el suelo, el agua, el clima o el patrimonio cultural, sean 
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sensibles a la más mínima modificación. De igual modo, un proyecto puede 
tener un impacto considerable cuando, debido a su naturaleza, exista el riesgo 
de que transforme de manera importante o irreversible dichos factores 
medioambientales, con independencia de sus dimensiones.» 

 
3.61. Aplicar los criterios para determinar los posibles efectos medioambientales 

exige un método exhaustivo y sistemático. Para lograrlo, puede que también 
sean pertinentes algunos de los elementos señalados en el anexo I. Por 
ejemplo, para detectar posibles efectos significativos, habrá que tener en 
cuenta los «receptores» de dichos efectos (véase la lista de aspectos señalados 
en la letra f) del anexo I: la biodiversidad, la población, la salud humana, la 
fauna, la flora, la tierra, el agua, el aire, los factores climáticos, los bienes 
materiales, el patrimonio cultural incluyendo el patrimonio arquitectónico y 
arqueológico, el paisaje y la interrelación entre estos factores. También 
habría que tener en cuenta las características señaladas en la nota a pie de 
página de la letra f) del anexo I (es decir, si los efectos son secundarios, 
acumulativos, sinérgicos, a corto, medio y largo plazo, permanentes y 
temporales, positivos y negativos). Si se aplica de este modo el anexo I en 
combinación con el anexo II se podrán tener en cuenta efectos 
interambientales de manera multidisciplinar. 

 
Apartado 8 del artículo 3 
 
La presente Directiva no será de aplicación a los siguientes planes y 
programas: 
 
- los que tengan como único objetivo el servir los intereses de defensa 
nacional y casos de emergencia civil; 

 
- los de tipo financiero o presupuestario. 

 
3.62. La exención de los planes y programas «que tengan como único objetivo» el 

servir los intereses de defensa nacional y casos de emergencia civil es un 
criterio más estricto que el que figura en la Directiva EIA (que no es aplicable 
a «proyectos que tengan como objetivo el servir los intereses de defensa 
nacional»). Significa que, por ejemplo, un plan regional de usos del suelo en el 
que se haya previsto algún proyecto de defensa nacional en alguna parte de la 
zona abarcada requerirá una evaluación medioambiental (siempre que se 
cumplan los demás criterios establecidos en la Directiva), dado que servir los 
intereses de la defensa nacional no es el único objetivo. Al aplicar la exención, 
lo que se debe estudiar es el objetivo del plan o programa, no sus efectos. Por 
ejemplo, una base militar que se haya planeado exclusivamente para servir los 
intereses de defensa nacional puede tener el efecto suplementario de aumentar 
las oportunidades de empleo locales. Aún le seguiría siendo aplicable la 
exención. La emergencia civil podría incluir acontecimientos de origen 
natural o provocados por el hombre (por ejemplo, terremotos y actos 
terroristas). No hay indicación de cuándo habría que elaborar los planes y 
programas, pero su único objetivo debe ser el servir los intereses de defensa 
nacional y casos de emergencia civil. De acuerdo con la jurisprudencia del 
TJE, la excepción se debe interpretar restrictivamente. Así, un plan que defina 
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qué medidas tomar en caso de avalancha estará exento de lo dispuesto en la 
Directiva, mientras que no lo estará uno que defina qué medidas adoptar para 
evitar que se produzcan avalanchas (por ejemplo, mediante la dotación de 
infraestructuras), dado que su propósito sería evitar una situación de 
emergencia y no atender a la misma.  

 
3.63. Los planes y programas de tipo presupuestario incluyen los presupuestos 

anuales de las administraciones de ámbito nacional, regional o local. Entre los 
de tipo financiero pueden incluirse los que describan cómo financiar algún 
proyecto o actividad, o cómo distribuir subvenciones o subsidios. 

 
Apartado 3 del artículo 13 

 
La obligación a que hace referencia el apartado 1 del artículo 4 se aplicará a 
los planes y programas cuyo primer acto preparatorio formal sea posterior a 
la fecha mencionada en el apartado 1. Los planes y programas cuyo primer 
acto preparatorio formal sea anterior a esta fecha y cuya adopción o 
presentación al procedimiento legislativo se produzca transcurridos más de 
24 meses a partir de esta fecha serán objeto de la obligación a que hace 
referencia el apartado 1 del artículo 4, salvo cuando los Estados miembros 
decidan, caso por caso, que esto es inviable e informen al público de su 
decisión. 

 
3.64. La obligación a la que hace referencia el apartado 1 del artículo 4 comprende 

todas las etapas de una «evaluación medioambiental» definidas en el artículo 2 
(informe medioambiental, consulta, etc.). Por lo tanto, incluye el proceso de 
elaborar un plan o un programa a la luz de la comprensión de sus efectos 
medioambientales. 

 
3.65. La palabra «formal» no significa necesariamente que el acto deba ser exigido 

por el Derecho nacional, ni que surta efectos jurídicos en el mismo. Se deberá 
emitir una opinión en cada caso, teniendo en cuenta factores como la 
naturaleza del acto en cuestión, la naturaleza de las etapas precedentes y el 
objetivo aparente de la disposición transitoria: perseguir una seguridad jurídica 
y una buena administración.  

 
3.66. La finalidad de la segunda frase del apartado 3 del artículo 13 es asegurarse de 

que normalmente se llevará a cabo una evaluación medioambiental conforme a 
la Directiva en los planes y programas cuyo primer acto preparatorio formal 
sea anterior al 21 de julio de 2004 pero cuya adopción o presentación al 
procedimiento legislativo no sea hasta después del 21 de julio de 2006. la idea 
implícita es que en julio de 2004 el trabajo que se haya hecho en el plan será 
escaso o sin relevancia para poder llevar a cabo una evaluación significativa. 
No sería factible llevar a cabo una evaluación medioambiental de un plan cuyo 
primer acto preparatorio fuera anterior a julio de 2004 y que para entonces se 
encontrara en una fase muy avanzada. La idea central de esta disposición no es 
tanto el tiempo transcurrido desde que se inició el plan o programa hasta julio 
de 2004 sino si el proceso de elaboración del plan o programa pertinente está 
en una fase en la que se pueda llevar a cabo una evaluación medioambiental 
significativa. 
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4. OBLIGACIONES GENERALES 
 
  
4.1. El artículo 4 trata tres temas: el momento de efectuar la evaluación 

medioambiental, las disposiciones sobre procedimientos para dar 
cumplimiento a la Directiva y la forma de evitar la duplicidad de evaluaciones 
cuando los planes y programas formen parte de una jerarquía. 

 
Apartado 1 del artículo 4 
 
La evaluación medioambiental contemplada en el artículo 3 se efectuará 
durante la preparación y antes de la adopción o tramitación por el 
procedimiento legislativo de un plan o programa. 

 
4.2. Como cuestión de buenas prácticas, la evaluación medioambiental de los 

planes y programas debiera influir en cómo se elaboran éstos. Puede ser más 
fácil descartar elementos que pudieran tener efectos indeseables en el medio 
ambiente mientras un plan o programa esté en fase de elaboración que cuando 
esté finalizado. Cuando el plan haya llegado a este punto, la evaluación 
medioambiental podrá ser informativa, pero probablemente menos influyente. 
El apartado 1 del artículo 4 impone a las autoridades una obligación clara de 
realizar la evaluación durante la elaboración del plan o programa. 

 
Apartados 2 y 3 del artículo 4 
 
(2) Los requisitos de la presente Directiva se integrarán en los procedimientos 
vigentes en los Estados miembros para la adopción de planes y programas o 
se incorporarán a los procedimientos establecidos para dar cumplimiento a lo 
establecido en la presente Directiva. 
 
(3) En el caso de planes y programas que formen parte de una jerarquía de 
planes y programas, los Estados miembros, a fin de evitar una repetición de la 
evaluación, tendrán en cuenta que ésta se deberá efectuar, de conformidad 
con lo dispuesto en la presente Directiva, a diferentes niveles jerárquicos. Con 
objeto de evitar, entre otras cosas, la duplicidad de evaluaciones, los Estados 
miembros aplicarán los apartados 2 y 3 del artículo 5. 
 

4.3. En el apartado 2 del artículo 4, se estipula que el procedimiento de evaluación 
medioambiental bien se integre en los procedimientos vigentes para la 
adopción de los planes o programas o bien se incorpore a un procedimiento 
aparte.  

 
4.4. Cuando el procedimiento de evaluación se integre en el proceso de elaboración 

en curso para el propio plan o programa, la evaluación ambiental estratégica 
puede influir en el procedimiento para elaborar el proyecto de plan o 
programa, en cuyo caso es preciso adaptar el proceso de elaboración de éste 
para que cumpla lo exigido por la Directiva. Los cambios que haya que 
introducir dependerán de los procedimientos existentes, pero, por ejemplo, 
podrían suponer la adaptación, o la inclusión, del público que se debe definir 
de conformidad con el apartado 4 del artículo 6 y de las autoridades que se 
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deben designar de conformidad con el apartado 3 del artículo 6, para poder 
integrar adecuadamente las diferentes fases del proceso de evaluación en la 
elaboración del plan o programa.  

  
4.5. En algunas circunstancias, puede que haya más de un plan o programa 

dedicado a la misma área temática pero en una zona geográfica diferente o con 
diferentes grados de detalle. Por ejemplo, puede que coexistan un plan de usos 
del suelo que defina la idea de desarrollo de toda una región; una serie de 
planes de usos del suelo más pormenorizados para las distintas partes de la 
región, en los que se exponga con mayor detalle cómo se prevé el desarrollo 
de esas zonas; y, a nivel municipal, planes aún más pormenorizados que 
establezcan un marco exhaustivo para el desarrollo de la zona. El fin de 
apartado 3 del artículo 4, en combinación con los apartados 2 y 3 del artículo 
5, es el de evitar la duplicidad de evaluaciones en situaciones de este tipo.  

 
4.6. Si en una etapa del proceso de planificación se evalúan algunos aspectos de un 

plan o programa, para poder utilizar las conclusiones de esa evaluación en la 
evaluación de un plan o programa situado en una fase posterior, dichas 
conclusiones deberán estar actualizadas y ser exactas. También se deberán 
situar en el contexto de la nueva evaluación. Si no es posible cumplir estas 
condiciones, puede que el último plan o programa requiera una evaluación 
nueva o actualizada, aunque se estén tratando temas que ya se abordaron en el 
plan o programa anterior. 

 
4.7. Es evidente que la decisión de reutilizar material de una evaluación en otra 

dependerá de la estructura del proceso de planificación, del contenido del plan 
o programa y de si la información recogida en el informe medioambiental es 
apropiada; las decisiones se deberán adoptar caso por caso. Habrá que 
asegurarse de que no se obstaculice una evaluación completa de cada elemento 
del proceso de planificación, y de que la evaluación anterior empleada en la 
fase posterior se sitúe en el contexto de la evaluación en curso y sea tenida en 
cuenta del mismo modo. Para que constituya un informe identificable, se 
tendrá que agrupar la información pertinente: no tendría que ser necesario 
embarcarse en una búsqueda documental para poder comprender los efectos 
medioambientales de una propuesta. Dependiendo del caso, podría ser 
apropiado resumir material anterior, hacer referencia al mismo o repetirlo. 
Pero no hay necesidad de repetir grandes cantidades de datos en un nuevo 
contexto en el que no sean apropiados. 
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5. EL INFORME MEDIOAMBIENTAL 
 
5.1. El informe medioambiental es el núcleo de la evaluación medioambiental que 

se exige en la Directiva. También constituye la base principal para supervisar 
los efectos significativos de la aplicación del plan o programa.  

 
5.2. El informe es una importante herramienta para integrar las consideraciones 

medioambientales en la elaboración y la aprobación de planes y programas, ya 
que permite que durante el proceso se identifiquen, describan, evalúen y 
tengan en cuenta los probables efectos significativos en el medio ambiente. La 
elaboración del informe medioambiental y la integración de las 
consideraciones medioambientales en la elaboración de planes y programas es 
un proceso reiterativo que ha de contribuir a la adopción de soluciones más 
sostenibles en la toma de decisiones. 

 
5.3. Las disposiciones relativas al informe medioambiental están recogidas 

principalmente en el artículo 2 (definiciones), el artículo 5 (informe 
medioambiental) y el anexo I. Asimismo, el informe medioambiental deberá 
ser objeto de consultas según lo previsto en los artículos 6 y 7; se deberá tener 
en cuenta durante la elaboración del plan o programa (artículo 8) y, cuando 
este último sea aprobado, se deberá informar sobre cómo se hizo (artículo 9); 
el informe deberá tener además calidad suficiente para cumplir las exigencias 
de la Directiva (artículo 12).  

 
Letra c) del artículo 2 
 
A efectos de la presente Directiva se entenderá por:  
.. 
c) informe medioambiental: la parte de la documentación del plan o programa 
que contiene la información requerida en el artículo 5 y en el anexo I 

 
5.4. En la letra c) del artículo 2 se define el informe medioambiental como una 

parte de la documentación del plan o programa que contiene una información 
específica. Esto implica que deberá ser un texto o un conjunto de textos 
coherentes. Aunque no lo exija la Directiva, puede ser útil estructurar el 
informe, en la medida de lo posible, siguiendo los epígrafes empleados en el 
anexo I. La Directiva no precisa si el informe debe ser parte integrante del 
propio plan o programa o un documento separado. Si se integra en el mismo, 
deberá ser una parte claramente distinguible y ser fácil de encontrar y de 
asimilar por el público y las autoridades. En cualquier caso, siempre tendrá 
que haber un resumen no técnico de la información que se proporcione dentro 
de los epígrafes enumerados en el anexo I. 

 
5.5. El informe medioambiental en muchos casos podría formar parte de una 

evaluación más amplia del plan o programa. Por ejemplo, podría formar parte 
de un documento sobre evaluación de la sostenibilidad que incluyera además 
los efectos sociales y económicos, o bien se podría incluir una evaluación de la 
sostenibilidad en el plan o programa. Cualquiera de los modelos sería una 
manera aceptable de dar cumplimiento a la Directiva siempre que satisficiera 
plenamente sus requisitos. 
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Apartado 1 del artículo 5 
 
Cuando se requiera una evaluación medioambiental de conformidad con el 
apartado 1 del artículo 3, se elaborará un informe medioambiental en el que 
se identificarán, describirán y evaluarán los probables efectos significativos 
en el medio ambiente de la aplicación del plan o programa, así como unas 
alternativas razonables que tengan en cuenta los objetivos y el ámbito de 
aplicación geográfico del plan o programa. La información que se habrá de 
facilitar al respecto se menciona en el anexo I. 

 
5.6. En el apartado 1 del artículo 5 se exponen los requisitos básicos con respecto 

al informe medioambiental. Sus fines son identificar, describir y evaluar los 
probables efectos significativos sobre el medio ambiente del plan o programa 
y sus alternativas razonables. El anexo I contiene más disposiciones sobre la 
información que se ha de facilitar acerca de los efectos. El estudio de 
alternativas es un aspecto importante de la evaluación y la Directiva pide una 
evaluación más completa de las mismas que la Directiva EIA. De las 
alternativas se habla en los párrafos 5.11 a 5.14. 

 
5.7. De acuerdo con el apartado 1 del artículo 4, la evaluación medioambiental se 

deberá efectuar durante la preparación de un plan o programa y antes de su 
adopción o tramitación por el procedimiento legislativo. El proceso de 
elaboración del informe deberá empezar lo antes posible e, idealmente, a la 
vez que la del plan o programa. Normalmente la elaboración debería haber 
terminado cuando el informe se ponga a disposición de las autoridades y del 
público de acuerdo con lo dispuesto en el apartado 1 del artículo 6.  

 
5.8. El apartado 1 del artículo 5 no precisa quién es el responsable de elaborar el 

informe medioambiental, pero en muchos casos será la autoridad o la persona 
física o jurídica encargada de elaborar el plan o programa. 

 
5.9. No es posible definir de manera inequívoca qué se quiere decir por 

«aplicación» de un plan o programa, pues depende en gran medida del carácter 
de éste. En los planes o programas que entren en el ámbito de aplicación de la 
Directiva en virtud de lo establecido en la letra a) del apartado 2 del artículo 3 
(los que establezcan el marco para proyectos de diversos sectores) y en el 
apartado 4 del artículo 3 (otros planes y programas que establezcan el marco 
para proyectos), «aplicación» podría significar, entre otras cosas, la ejecución 
de proyectos que se inscriban en dicho marco. Sin embargo, puesto que podría 
haber varios modos de satisfacer los requisitos de dicho marco, generalmente 
la aplicación de un plan o programa no se puede reducir a la ejecución de 
proyectos aislados concretos. En cualquier caso, un plan o programa puede 
incluir elementos que no estén relacionados con proyectos pero que sean 
importantes para que éstos salgan adelante. La evaluación debería también 
incluir los efectos de dichos aspectos de la aplicación. En los planes y 
programas que entren en el ámbito de aplicación de la Directiva por la 
condición establecida en la letra b) del apartado 2 del artículo 3 (requieren una 
evaluación conforme a lo dispuesto en los artículos 6 ó 7 de la Directiva 
92/43/CEE), se puede concebir la aplicación a la luz del apartado 3 del artículo 
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6 de la Directiva sobre hábitats, que prevé que se evalúen las repercusiones en 
un lugar teniendo en cuenta los objetivos de conservación del mismo (véase 
también el párrafo 3.32 del presente documento).  

 
5.10. La aplicación de un plan o programa podría abarcar un amplio abanico de 

aspectos y disposiciones, por lo que hay que señalar que una evaluación debe 
centrar la atención en la parte de esa aplicación que pueda tener efectos 
significativos en el medio ambiente. Sin embargo, se tendrán que estudiar 
todas las partes de la aplicación, ya que podrían tener efectos significativos en 
conjunto. El que algunas partes del plan o programa se pongan o no 
efectivamente en práctica no es algo que se tenga que considerar en la 
evaluación.  

 
Alternativas 
 

5.11. La obligación de identificar, describir y evaluar alternativas razonables se debe 
interpretar en el contexto de los objetivos de la Directiva, que es garantizar 
que los efectos de la aplicación de planes y programas se tengan en cuenta 
durante su preparación y antes de su adopción.  

 
5.12. Al exigir que se identifiquen, describan y evalúen los probables efectos 

significativos en el medio ambiente de las alternativas razonables, la Directiva 
no distingue entre los requisitos de evaluación del proyecto de plan o 
programa y la de las alternativas14. Lo esencial es que los probables efectos 
significativos del plan o programa y de las alternativas se identifiquen, 
describan y evalúen de una forma que permita su comparación. Los requisitos 
enunciados en el apartado 2 del artículo 5 sobre la amplitud y el grado de 
especificación de la información que contenga el informe también son 
aplicables a la evaluación de las alternativas. Es esencial que se presente a la 
autoridad o al parlamento responsable de la aprobación del plan o programa, 
así como a las autoridades y al público consultados, una imagen exacta de 
cuáles son las alternativas razonables y por qué no se las considera como la 
mejor opción. Por lo tanto, se deberá facilitar, con respecto a las alternativas 
elegidas, la información a la que se refiere el anexo I. Esto incluye, por 
ejemplo, la información mencionada en la letra b) del anexo I sobre la 
probable evolución de la situación actual del medio ambiente en caso de no 
aplicarse la alternativa. La evolución puede diferir de la relacionada con el 
plan o programa en los casos en que afecte a áreas o aspectos distintos.  

 
5.13. El texto de la Directiva no dice qué se entiende por alternativa razonable a un 

plan o programa. El primer aspecto que se ha de tener en cuenta al decidir 
sobre posibles alternativas razonables son los objetivos y el ámbito geográfico 
del plan o programa. El texto no especifica si ha de tratarse de planes o 
programas alternativos o de diferentes alternativas dentro de un plan o 
programa. En la práctica, habitualmente se evaluarán diferentes alternativas 
dentro de un plan (por ejemplo, diferentes medios de eliminación de residuos 
dentro de un plan de gestión de residuos, o diferentes maneras de ordenación 

                                                           
14 Compárense el apartado 3 del artículo 5 y el anexo IV de la Directiva EIA, que exige un 

resumen de las principales alternativas examinadas por el maestro de obras y una indicación de 
las principales razones de una elección, teniendo en cuenta el impacto ambiental. 
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de una zona dentro de un plan de usos del suelo). Por lo tanto, una alternativa 
puede ser una manera diferente de alcanzar los objetivos del plan o programa. 
En los planes de usos del suelo, planes urbanísticos o planes de ordenación del 
territorio, son alternativas obvias los diferentes usos de las zonas designadas 
para actividades u objetivos específicos, así como las zonas alternativas para el 
desarrollo de dichas actividades. En los planes o programas que abarquen 
períodos de tiempo largos, en especial los que lleguen hasta un futuro muy 
lejano, el planteamiento de marcos hipotéticos alternativos es una manera de 
explorar alternativas y sus efectos. A modo de ejemplo, los planes de 
desarrollo regional del condado de Estocolmo se llevan elaborando desde hace 
mucho tiempo con un modelo de marcos hipotéticos de este tipo.  

 
5.14. Las alternativas que se elijan han de ser realistas. Uno de los motivos de que 

se estudien alternativas es encontrar maneras de reducir o evitar los efectos 
medioambientales negativos importantes del plan o programa propuesto. 
Desde un punto de vista ideal, aunque la Directiva no lo exija, el proyecto 
final del plan o programa sería el que mejor contribuiría a los objetivos 
establecidos en el artículo 1. Hacer, de cara a la evaluación, una selección 
deliberada de alternativas que tuvieran unos efectos mucho peores, para así 
promocionar el proyecto de plan o programa, no sería adecuado para cumplir 
el objetivo de este apartado. Para que las alternativas sean auténticas, deberán 
entrar además dentro de la jurisdicción legal y geográfica de la autoridad en 
cuestión. En la letra h) del anexo I se pide que se haga un resumen de los 
motivos para seleccionar las alternativas contempladas. 

 
Apartados 2 y 3 del artículo 5 
 
2. En el informe medioambiental elaborado conforme al apartado 1 se hará 
constar la información que se considere razonablemente necesaria, teniendo 
en cuenta los conocimientos y métodos de evaluación existentes, el contenido 
y grado de especificación del plan o programa, la fase del proceso de decisión 
en que se encuentra y la medida en que la evaluación de determinados 
aspectos es más adecuada en fases distintas de dicho proceso, con objeto de 
evitar su repetición. 

 
3. Para proporcionar la información indicada en el anexo I, podrá utilizarse 
la información pertinente disponible sobre los efectos medioambientales de 
los planes y programas que se haya obtenido en otras fases del proceso de 
decisión o por vía de otro acto legislativo comunitario. 

 
5.15. El punto de partida para interpretar estos apartados es el requisito de 

proporcionar información sobre los probables efectos significativos en el 
medio ambiente del plan o programa. Esta información se debe proporcionar 
en la medida en que sea razonable solicitarla teniendo en cuenta los factores 
mencionados en el apartado 2.  

 
5.16. La referencia al «contenido y grado de especificación del plan o programa» 

supone un reconocimiento de que, en el informe medioambiental de un plan o 
programa de alcance general, pueden no ser necesarios una información y un 
análisis muy pormenorizados (por ejemplo, un plan o programa situado en lo 
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más alto de una jerarquía que descienda desde lo general hasta lo particular), 
mientras que para un plan o programa mucho más pormenorizado de por sí 
cabría esperar un grado de especificación mucho mayor. Así pues, en el 
informe medioambiental de un plan nacional quizá no se tengan que evaluar 
los efectos del plan sobre, por ejemplo, cada río del país; pero del informe 
medioambiental de apoyo a un plan urbanístico sin duda cabe esperar que 
aborde las consecuencias para los ríos y otras masas de agua de la ciudad o sus 
proximidades. 

 
5.17. El apartado 3 del artículo 5 recalca la conveniencia de racionalizar la 

recopilación y la producción de información; en él se prevé que, para elaborar 
el informe medioambiental, se utilice información pertinente (que podría 
incluir tanto análisis como datos) procedente de otras fuentes de la que ya se 
disponga. El valor de lo anterior es evidente cuando los planes y programas 
formen parte de una jerarquía y en aquellos casos en los que el apartado 3 del 
artículo 4 remita a la aplicación de los apartados 2 y 3 del artículo 5, 
especialmente con el objeto de evitar la duplicidad de evaluaciones. Este tema 
se ha tratado ya en los párrafos 4.5 a 4.7. Se podrá utilizar igualmente la 
información obtenida en otros sistemas de toma de decisiones, como planes o 
programas de otros sectores, o en virtud de la aplicación de otros actos 
legislativos comunitarios, por ejemplo la Directiva marco sobre aguas 
(2000/60/CE).  

 
Apartado 4 del artículo 5 
 
En el momento de decidir la amplitud y el grado de especificación de la 
información que ha de constar en el informe medioambiental se consultará a 
las autoridades contempladas en el apartado 3 del artículo 6. 

 
5.18. Cuando se tome una decisión sobre la amplitud y el grado de especificación de 

la información que se deba incluir en el informe medioambiental, se ha de 
consultar a las autoridades medioambientales pertinentes, designadas de 
conformidad con el apartado 3 del artículo 6. Dichas autoridades también 
podrán intervenir en la elaboración del informe a través del proceso de 
preparación y aprobación del plan o programa. Se puede encontrar más 
información en el párrafo 7 del presente documento, dedicado a las consultas. 

 
Anexo I 
 

5.19 En el anexo I se especifica la información que se deberá proporcionar en el 
informe medioambiental. En sus diez letras se expone un amplio espectro de 
temas que se deberán tratar, teniendo cada apartado su propia importancia. 
Todos los apartados deben ser examinados a la luz de lo dispuesto en el 
artículo 5. Los Estados miembros pueden introducir disposiciones sobre el 
contenido del informe medioambiental que vayan más allá de lo exigido en la 
Directiva. Un plan o programa puede ser muy amplio y tratar numerosos temas 
diferentes; por lo tanto, hay que señalar que la Directiva pide información que 
se centre en las cuestiones relacionadas con los efectos significativos en el 
medio ambiente del plan o programa (véase el artículo 5). Una información 
excesiva sobre efectos insignificantes o cuestiones irrelevantes hace que el 
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informe sea difícil de digerir y puede hacer pasar por alto información 
importante. 

 
a) un esbozo del contenido, objetivos principales del plan o programa y 
relaciones con otros planes y programas pertinentes 

 
5.20. La información sobre las relaciones con otros planes o programas pertinentes 

sitúa al plan o programa en un contexto más amplio. Esa información se 
podría referir, por ejemplo, al lugar que ocupa en el proceso de toma de 
decisiones o a su contribución, entre otros planes o programas, a la 
modificación de las condiciones medioambientales de una determinada zona. 
Así pues, los planes o programas pertinentes pueden ser los situados en otros 
niveles dentro de una jerarquía de la que forme parte el plan o programa en 
cuestión o pueden ser los elaborados para otros sectores que afecten a la 
misma zona u a otras adyacentes.  

 
b) los aspectos relevantes de la situación actual del medio ambiente y su 
probable evolución en caso de no aplicación del plan o programa 

 
c) las características medioambientales de las zonas que puedan verse 
afectadas de manera significativa 

 
d) cualquier problema medioambiental existente que sea importante para el 
plan o programa, incluyendo en particular los problemas relacionados con 
cualquier zona de especial importancia medioambiental, como las zonas 
designadas de conformidad con las Directivas 79/409/CEE y 92/43/CEE 

 
5.21. Los requisitos expuestos en las letras b), c) y d) quizá se solapen, pero son 

coherentes y se refieren a distintos aspectos de las condiciones ambientales en 
las zonas abarcadas por el plan o programa y sobre las que es probable que 
éste tenga efectos medioambientales significativos. En b) lo que interesa es la 
situación del medio ambiente en toda la zona abarcada o afectada de manera 
significativa por el plan o programa, tanto actualmente como sin su aplicación. 
En c) se debe proporcionar información sobre las zonas que puedan verse 
afectadas de manera significativa por el plan o programa, información que 
puede considerarse como una aclaración de la información dada en b). El 
interés en d) se centra en los problemas medioambientales, mientras que los 
aspectos o las características en b) y c) podrían ser tanto problemas como 
valores y aspectos medioambientales positivos o un estado favorable del 
medio ambiente. Puesto que los requisitos expuestos en c) y d) se solapan, en 
muchos casos podría ser adecuado abordarlos conjuntamente, siempre que se 
proporcione toda la información necesaria. 

 
5.22. La información solicitada en la letra b) sobre los aspectos relevantes de la 

situación actual del medio ambiente es necesaria para comprender cómo 
podría el plan o programa afectar de manera significativa al medio ambiente 
de la zona en cuestión. La expresión «los aspectos relevantes» se refiere a los 
aspectos medioambientales que guarden relación con los probables efectos 
significativos en el medio ambiente del plan o programa. Dichos aspectos 
podrían ser tanto positivos como negativos. La información debe referirse al 
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estado actual del medio ambiente, lo que significa que debe estar lo más 
actualizada posible. La descripción de la probable evolución de los aspectos 
relevantes en caso de no aplicación del plan o programa es importante como 
marco de referencia para la evaluación de éste. Se puede considerar que este 
requisito se corresponde con la «alternativa cero» tan frecuentemente utilizada 
en los procedimientos de evaluación del impacto ambiental. Al describir la 
evolución se deberá abarcar aproximadamente el mismo período que el 
previsto para la aplicación del plan o programa. A este respecto, también 
habría que contemplar en la medida de lo posible los efectos de otros planes o 
programas aprobados o de decisiones adoptadas que afectarían a la zona en 
cuestión.  

 
5.23. En c) la atención recae en las zonas de especial interés para la evaluación, es 

decir, las que puedan verse afectadas de manera significativa por el plan o 
programa. En el informe se deben describir sus características 
medioambientales. Convendría describir esas características haciendo 
referencia a los aspectos medioambientales enunciados en la letra f). Algunos 
ejemplos de características podrían ser que el área sea especialmente sensible 
o vulnerable a la acidificación, que tenga un alto valor botánico o que esté 
densamente poblada y mucha gente vaya a verse afectada por el ruido del 
tráfico. Hay que señalar que tales zonas podrían estar situadas fuera de la zona 
abarcada por el plan o programa. Si esta zona está cerca de otro Estado 
miembro o si los efectos son de gran alcance, evidentemente podrían verse 
afectadas de manera significativa zonas de otros Estados miembros y más 
lejos. En dichos casos será necesario realizar consultas transfronterizas 
(véanse los párrafos 7.24 a 7.29).  

 
5.24. En la letra d) se solicita información sobre cualquier problema 

medioambiental existente que sea importante para el plan o programa. El fin 
de esta información es servir para valorar cómo afectarán dichos problemas al 
plan o programa o si es probable que éste agrave, reduzca o afecte de cualquier 
otro modo a los problemas medioambientales existentes. La importancia puede 
deberse asimismo a probables efectos significativos, así como a efectos no 
significativos que, en combinación con los problemas medioambientales 
existentes, pudieran dar lugar a los primeros. Incluso pueden ser importantes 
cuestiones tratadas en el plan o programa que no tengan efectos en el medio 
ambiente. Los problemas no tienen por qué ser significativos ni estar 
específicamente relacionados con zonas concretas como las que se ponen 
como ejemplo en el texto. Zonas de una especial importancia medioambiental 
podrían ser las que posean un gran valor ecológico, por ejemplo las designadas 
en virtud de las directivas sobre aves y sobre hábitats, pero también se podrían 
incluir zonas designadas con arreglo a la legislación nacional. 

 
e) los objetivos de protección medioambiental fijados en los ámbitos 
internacional, comunitario o del Estado miembro que guarden relación con el 
plan o programa y con la manera en que tales objetivos y cualquier aspecto 
medioambiental se han tenido en cuenta durante su elaboración 

 
5.25. Entre los objetivos de protección medioambiental a tener en cuenta deberían 

figurar como mínimo los relacionados con los aspectos enumerados en la letra 
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f). Con frecuencia se incorporan los objetivos internacionales y comunitarios a 
los objetivos de ámbito nacional, regional y local, por lo que normalmente 
éstos serán suficientes en este contexto. Hay que advertir que la letra se refiere 
a objetivos que guarden relación con el plan o programa, lo cual implica que 
guarden relación con sus probables efectos significativos o con las cuestiones 
que plantee. La consulta a las autoridades de conformidad con el apartado 4 
del artículo 5 pueden ayudarnos a procurar la información. La Asociación de 
EIA alemana ha desarrollado un prototipo de base de datos sobre objetivos de 
calidad ambiental a nivel internacional o comunitario. Se puede encontrar en: 
 http://www.umweltdatenkatalog.de:8888/envdb/maintopic.jsp 

 
f) los probables efectos* significativos en el medio ambiente, incluidos 
aspectos como la biodiversidad, la población, la salud humana, la fauna, la 
flora, la tierra, el agua, el aire, los factores climáticos, los bienes materiales, 
el patrimonio cultural incluyendo el patrimonio arquitectónico y 
arqueológico, el paisaje y la interrelación entre estos factores  

 
*Estos efectos deben comprender los efectos secundarios, acumulativos, 
sinérgicos, a corto, medio y largo plazo, permanentes y temporales, positivos 
y negativos. 

 
5.26. La lista de aspectos enumerados en f) no es exhaustiva y puede haber otros 

aspectos de importancia. En contraposición con la lista que aparece en la 
Directiva EIA modificada, aquí se mencionan explícitamente la salud humana, 
la biodiversidad y el patrimonio cultural. La noción de salud humana se ha de 
contemplar en el contexto de los demás aspectos mencionados en el apartado 
f) y, por lo tanto, aspectos obvios por estudiar son los temas de salud 
relacionados con el entorno, tales como la exposición al ruido del tráfico o a la 
contaminación atmosférica. En virtud del Convenio sobre la Diversidad 
Biológica se han aprobado unas directrices destinadas a incorporar en la 
evaluación ambiental estratégica los aspectos relacionados con la 
biodiversidad. Es esencial describir las relaciones entre los factores 
mencionados en la letra f), ya que podrían poner de manifiesto otros efectos 
significativos y más graves que si se estudiara cada factor más aisladamente. 
Así, por ejemplo, los efectos significativos en la atmósfera y los factores 
climáticos pueden ocasionar notables efectos negativos en la flora, la fauna y 
la biodiversidad. El propósito de la nota a pie de página es el de destacar la 
necesidad de contar con una información más amplia y completa sobre los 
factores y su interrelación (aunque se deberá interpretar a la luz del apartado 2 
del artículo 5). Es esencial que se describan los efectos positivos para así ver 
cómo puede contribuir el plan o el programa a la protección del medio 
ambiente y al desarrollo sostenible. 

 
g) las medidas previstas para prevenir, reducir y, en la medida de lo posible, 
compensar cualquier efecto negativo importante en el medio ambiente de la 
aplicación del plan o programa 

 
5.27. El objetivo de la letra g) es que en el informe medioambiental se examine 

cómo se van a mitigar los efectos negativos importantes que en él se 
describen. No se especifican en mayor detalle las medidas previstas en la letra 
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g), que podrían ser medidas previstas o estipuladas en el plan o programa o 
medidas mencionadas en el informe medioambiental. Debe recordarse que las 
medidas paliativas pueden tener ellas mismas efectos negativos para el medio 
ambiente que habría que reconocer. Existen métodos de mitigación 
relacionados con las evaluaciones de impacto ambiental que también podrían 
ser útiles en la evaluación de planes y programas.  

 
h) un resumen de los motivos de la selección de las alternativas contempladas 
y una descripción de la manera en que se realizó la evaluación, incluidas las 
dificultades (como deficiencias técnicas o falta de conocimientos y 
experiencia) que pudieran haberse encontrado a la hora de recabar la 
información requerida 

 
5.28. La información sobre la selección de las alternativas es esencial para 

comprender por qué se han evaluado algunas alternativas y su relación con el 
proyecto de plan o programa. Para juzgar la calidad de la información, las 
conclusiones y su grado de fiabilidad, es útil contar con una descripción de los 
métodos empleados en la evaluación. También contribuiría en este sentido que 
se describieran las dificultades. Sería útil que se incluyera asimismo, cuando 
proceda, cómo se superaron las dificultades. 

 
i) una descripción de las medidas previstas para la supervisión, de 
conformidad con el artículo 10 

 
5.29. Según el artículo 10, se deberán supervisar los efectos significativos en el 

medio ambiente de la aplicación del plan o programa y, puesto que dichos 
efectos están especificados en la letra f), el informe deberá contener una 
descripción de cómo se va a realizar la supervisión. En la descripción se tendrá 
que hacer referencia a los mecanismos de supervisión existentes si es que se 
van a emplear. Hay un cierto solapamiento entre la letra i) y el requisito 
expresado en la letra c) del apartado 1 del artículo 9 de que en el momento de 
la aprobación se facilite información sobre las «medidas adoptadas para la 
supervisión». Evidentemente, cuando aún se esté preparando el informe 
medioambiental no se podrá hacer una aseveración rotunda sobre las medidas 
de supervisión definitivas, ya que el contenido del plan o programa no está 
decidido y, en cualquier caso, el contenido del informe medioambiental está 
sujeto a los criterios establecidos en el apartado 2 del artículo 5. Igualmente, 
puede que en algunas circunstancias los mecanismos de supervisión necesiten 
adaptaciones a medida que avanza la aplicación del plan o programa. No 
parece que haya nada en la Directiva que impida hacer estas adaptaciones 
cuando convenga. 

 
j) un resumen de carácter no técnico de la información facilitada en virtud de 
los epígrafes precedentes 

 
5.30. La finalidad de un resumen de carácter no técnico, como el que se exige en la 

letra j), es que tanto el público en general como los responsables de la toma de 
decisiones puedan acceder y comprender fácilmente las cuestiones y 
conclusiones fundamentales del informe medioambiental. El resumen puede 
formar parte del informe, pero también podría ser útil que se facilitara como 
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documento aparte para que goce así de una mayor difusión. Un cuadro 
resumido global podría ayudar a simplificar las conclusiones.  
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6. CALIDAD DEL INFORME MEDIOAMBIENTAL 
 
6.1. La experiencia práctica con la Directiva EIA (que no contiene requisitos 

específicos en cuanto a la calidad) ha mostrado que la información que se 
facilita en las evaluaciones medioambientales es a veces incorrecta. Durante la 
preparación de la Directiva sobre evaluación ambiental estratégica, había 
cierta preocupación por que, también con respecto a ella, los informes 
medioambientales pudieran estar incompletos o se redactaran sin aplicar 
adecuadamente el procedimiento.  

 
6.2. El objetivo es garantizar que el informe medioambiental contenga información 

completa y fiable (con arreglo a las condiciones establecidas en el artículo 5) y 
que ésta sea suficiente y adecuada para los propósitos de la Directiva. La 
disposición específica al respecto insiste en la importancia del informe 
medioambiental y de la adecuada aplicación del artículo 5 de la Directiva.  

 
Apartado 2 del artículo 12 
 
Los Estados miembros velarán por que los informes medioambientales tengan 
la calidad suficiente para cumplir las exigencias de la Directiva y 
comunicarán a la Comisión toda medida que adopten en relación con la 
calidad de dichos informes. 

 
6.3. La Directiva no explica qué se entiende por calidad suficiente. Pero, puesto 

que en ella se definen tanto el proceso de evaluación ambiental estratégica 
como el informe medioambiental, una transposición correcta y una aplicación 
adecuada de sus disposiciones, tanto en lo que se refiere al contenido como al 
procedimiento, parece que satisfarían la exigencia de una calidad suficiente. 
La Directiva no especifica medidas adicionales para garantizar que esa calidad 
sea suficiente. 

 
6.4. En casi todos los casos, será la autoridad correspondiente la que tenga que 

decidir, antes de aprobar un plan o programa, si el informe medioambiental 
tiene una calidad suficiente o, de no ser así, qué medidas habrá que adoptar 
para corregir las deficiencias. Dichas medidas podrían consistir en modificar o 
ampliar el informe medioambiental o incluso repetir una parte de todo el 
procedimiento de evaluación ambiental estratégica. Para saber qué factores 
hacen que la calidad sea satisfactoria, las autoridades responsables del plan o 
programa deberán prestar una especial atención a las condiciones establecidas 
en el artículo 5 y en el anexo I de la Directiva. También deberán prestar gran 
atención a los resultados de las consultas realizadas a las autoridades 
medioambientales y al público de conformidad con el artículo 6. Deberán 
tener presente que un informe incorrecto puede poner en tela de juicio la 
validez de cualquier acto o decisión que se adopte con arreglo al mismo. 

 
6.5. Los requisitos de procedimiento y sustantivos de la Directiva, si se introducen 

y aplican correctamente, se pueden considerar como un «mínimo» para 
garantizar la calidad del informe medioambiental. Los Estados miembros 
pueden decidir por sí mismos si establecer medidas adicionales y, de hacerlo, 
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de qué tipo. Hay una amplia variedad de posibles modelos15. Muchas de las 
medidas que se emplean en la realización de evaluaciones de impacto 
ambiental quizá sean suficientes y adecuadas para los fines de la Directiva 
sobre evaluación ambiental estratégica. Se pueden citar como ejemplos las 
evaluaciones independientes (como un grupo de examen, o una comisión 
gubernamental que asesore sobre la calidad de la información en el informe 
medioambiental); las directrices que establezcan requisitos de procedimiento o 
sustantivos a los que deberá atenerse la autoridad de planificación; una 
institución independiente (a la que recurrir a la hora de determinar el grado de 
especificación y la amplitud del informe medioambiental); o simplemente el 
guiarse por los recursos interpuestos en los tribunales.  

 
6.6. Además de velar por que cada etapa del proceso de evaluación ambiental 

estratégica que conduzca al informe medioambiental tenga una calidad 
suficiente, se pueden contemplar otros métodos para intentar mantener la 
calidad de todo el proceso. Se puede hacer, por ejemplo, mediante listas de 
comprobación que demuestren de forma transparente si se ha abordado cada 
paso del procedimiento y si se ha hecho adecuadamente; o mediante modelos 
informáticos más avanzados que permitan establecer comparaciones entre la 
calidad de cada elemento del informe medioambiental y la calidad del informe 
en su conjunto. 

 
6.7. Toda medida que emprendan los Estados miembros sobre la calidad de los 

informes medioambientales se debe comunicar a la Comisión. Entre otras 
cosas, esta disposición va encaminada a reunir las experiencias de los Estados 
miembros de manera que, por ejemplo, se puedan difundir entre ellos los 
métodos innovadores. Aunque estas medidas queden fuera de las obligaciones 
establecidas en la Directiva, ayudarán a mejorar las prácticas en toda la 
Comunidad si se difunden lo más extensamente posible.  

 
 

                                                           
15  El documento de Royal Haskoning ofrece una visión de conjunto. 
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7. CONSULTAS 
 
7.1. Las disposiciones de la Directiva en materia de consultas obligan a los Estados 

miembros a conceder a ciertas autoridades y miembros del público la 
oportunidad de expresar su opinión sobre el informe medioambiental y sobre 
el proyecto de plan o programa. Una de las razones de que se celebren 
consultas es contribuir a la calidad de la información facilitada a los 
responsables de las decisiones que se adopten con respecto al plan o programa. 
Las consultas pueden revelar a veces nueva información importante que lleve 
a la introducción e cambios sustanciales en el plan o programa y, por 
consiguiente, en sus probables efectos significativos en el medio ambiente. En 
tal caso, pudiera ser necesario contemplar una revisión del informe y, si los 
cambios lo justificaran, celebrar nuevas consultas. Los principales requisitos 
sobre consultas en la Directiva se encuentran en el artículo 6, pero también se 
hace referencia a la cuestión en otros muchos artículos. En el presente 
apartado se trata el tema con el orden siguiente: en primer lugar se comentan 
las definiciones importantes; luego, la cuestión de quién participa en las 
consultas; qué se debe someter a consulta; algunas disposiciones relativas al 
procedimiento; cuestiones transfronterizas; y, finalmente, la decisión sobre el 
plan o programa. 

 
7.2. En el cuadro 1 se hace un resumen de los requisitos de información y consulta 

establecidos en la Directiva. 
 
Cuadro 1: Etapa de la 
evaluación ambiental 
estratégica 

Requisitos de consulta en 
un marco nacional  

Requisitos suplementarios 
en un marco transnacional 
 

Determinación de si un plan o 
programa requiere una 
evaluación ambiental 
estratégica 

Consulta a las autoridades (Art. 
3(6)) 
Información al público (Art. 3(7)) 

 

Decisión sobre la amplitud y 
el grado de especificación de 
la evaluación 

Consulta a las autoridades (Art. 
5(4)) 

 

Informe medioambiental y 
proyecto de plan o programa 

Información al público (Art. 6(1)) 
Consulta a las autoridades (Art. 
6(2)) 
Consulta al público interesado (Art. 
6(2)) 

Consulta a las autoridades del 
Estado miembro que pueda 
verse afectado (Art. 7(2)) 
Consulta al público interesado 
del Estado miembro que 
pueda verse afectado (Art. 
7(2)) 

Durante la elaboración del 
plan o programa 

Toma en consideración del informe 
medioambiental y de las opiniones 
expresadas conforme al Art. 6 (Art. 
8) 

Toma en consideración de los 
resultados de la consulta 
transfronteriza (Art. 8) 

Plan o programa aprobado; 
declaración de conformidad 
con el Art. 9(1)(b), medidas 
sobre supervisión 

Información a las autoridades (Art. 
9(1)) 
Información al público (Art. 9(1)) 

Información al Estado 
miembro consultado (Art. 
9(1)) 
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7.3. La participación pública en el proceso de toma de decisiones se aborda 

también en la Convención de la CEPE sobre el acceso a la información, la 
participación en la adopción de decisiones y el acceso a la justicia en 
cuestiones ambientales (Convención de Aarhus). El artículo 7 de la 
convención contiene disposiciones sobre la participación pública durante la 
elaboración de planes y programas relativos al medio ambiente. Sus 
disposiciones se incorporan a la Directiva sobre evaluación ambiental 
estratégica en la medida que sean aplicables a planes y programas que entran 
en el ámbito de aplicación de la Directiva16.  

 
Letra b) del artículo 2 
 
Evaluación medioambiental: la preparación de un informe sobre el medio 
ambiente, la celebración de consultas, la consideración del informe sobre el 
medio ambiente y de los resultados de las consultas en la toma de decisiones, 
y el suministro de información sobre la decisión de conformidad con los 
artículos 4 a 9.  

 
7.4. Esta definición afirma claramente que las consultas forman una parte 

inseparable de la evaluación. Además, se deben tener en cuenta los resultados 
de las consultas en la toma de decisiones. Si falta alguno de los elementos no 
habrá, por definición, una evaluación medioambiental conforme a la Directiva. 
Esto subraya la importancia que se concede a la consulta en la evaluación. 

 
Letra d) del artículo 2 
 
Público: una o más personas físicas o jurídicas y, de acuerdo con lo 
establecido en la legislación o la práctica nacional, sus asociaciones, 
organizaciones o grupos. 

 
7.5. La definición de público sigue la Convención de Aarhus. Se refiere a 

cualquier persona física o jurídica. La cuestión de cuándo un miembro 
concreto del público se ve afectado o tiene un interés se trata en el artículo 6. 

 
7.6. En muchos casos, una asociación, organización o grupo de personas físicas o 

jurídicas tienen por sí solos personalidad jurídica y se corresponderán 
plenamente con la definición. El texto se debe interpretar, entonces, de modo 
que las asociaciones, organizaciones o grupos sin personalidad jurídica 
(incluidas las organizaciones no gubernamentales) puedan, si el marco jurídico 
nacional así lo prevé, constituir también «el público» de acuerdo con la 
Directiva. En el apartado 2 del artículo 6, en combinación con el apartado 4 
del artículo 6, la Directiva asigna un papel claro a las asociaciones, 
organizaciones o grupos.  

 

                                                           
16  La Directiva 2003/35/CE aplica la Convención de Aarhus a determinados planes y programas 

que no están sujetos a la Directiva sobre evaluación ambiental estratégica.  
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Apartado 1 del artículo 6 
 
El proyecto de plan o programa y el informe medioambiental elaborado de 
conformidad con el artículo 5 se pondrán a disposición de las autoridades 
contempladas en el apartado 3 y del público. 

 
7.7. Este artículo es el punto de partida para las consultas y para cualquier debate 

público posterior sobre el plan o programa propuesto. El proyecto de plan o 
programa y el informe medioambiental se deberán poner a disposición del 
público (el cual está definido en la letra d) del artículo 2). Sin embargo, sólo 
tiene derecho a expresar sus opiniones en dichos documentos el público 
especificado con arreglo al apartado 4. Que el público sea o no el mismo en 
cada caso dependerá del plan o programa en cuestión y de la legislación y la 
práctica nacionales. 

 
7.8. La Directiva no especifica por qué métodos se pondrá a disposición la 

información, pero deberán ser suficientes para que las autoridades y el público 
puedan expresar sus opiniones de acuerdo con el apartado 2 del artículo 6. 
Será necesario establecer mecanismos de publicidad adecuados, y se tendrá 
que poder acceder fácilmente a la información. Asimismo, la interpretación a 
la luz del artículo 7 en combinación con el apartado 3 del artículo 6 de la 
Convención de Aarhus apunta a una difusión efectiva ya sea mediante 
notificación pública o de manera individual. Lo mismo puede decirse de la 
información que se deberá facilitar de acuerdo con el apartado 7 del artículo 3 
y del apartado 1 del artículo 9. Además, puede ser adecuado que miembros del 
público que hayan presentado objeciones a una propuesta sean informados 
individualmente sobre la decisión (como es ya práctica habitual en algunos 
Estados miembros).  

 
Apartado 2 del artículo 6 
 
A las autoridades contempladas en el apartado 3 y al público mencionado en 
el apartado 4 se les dará, con la debida antelación, la posibilidad real de 
expresar, en plazos adecuados, su opinión sobre el proyecto de plan o 
programa y sobre el informe medioambiental, antes de la adopción o 
tramitación por el procedimiento legislativo del plan o programa. 

 
7.9. El plazo debe establecerse en la legislación. Los Estados miembros pueden 

decidir libremente su duración siempre que se ajuste a la condición de dar 
«con la debida antelación, la posibilidad real» de expresar las opiniones. La 
experiencia adquirida con respecto a la Directiva EIA y otros procedimientos 
de consulta proporcionará a los Estados miembros información sobre los 
plazos que se necesiten. 

 
7.10. Puede ocurrir que para diferentes tipos de planes o programas convengan 

plazos distintos, pero hay que tener cuidado de dejar tiempo suficiente como 
para que se desarrollen y formulen adecuadamente opiniones acerca de planes 
o programas extensos, complejos, conflictivos o de gran alcance. También se 
requerirá tiempo suficiente para que la autoridad de planificación pueda tomar 
en consideración tales opiniones antes de decidir sobre el plan o programa. A 
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veces se podrá solicitar información adicional, de modo que el plazo para las 
consultas quizá deba contar igualmente con el tiempo para que responda la 
autoridad responsable.  
 
Apartado 3 del artículo 6 
 
Los Estados miembros designarán a las autoridades que deban ser 
consultadas y que, debido a sus responsabilidades especiales en materia de 
medio ambiente, tengan probabilidades de verse afectadas por las 
repercusiones medioambientales de la ejecución de los planes y programas. 

 
7.11. En este artículo, las autoridades comprenden las autoridades gubernamentales 

o autoridades públicas oficiales, definidas mediante disposiciones 
administrativas o legales (véanse además los comentarios de los párrafos 3.12 
y 3.13). Podrán ser inspectores de medio ambiente (de ámbito nacional, 
regional o local), centros de investigación medioambiental que realicen un 
servicio público o departamentos de la administración pública (nacional, 
regional o local) que tengan probabilidades de verse afectados o que posean 
conocimientos especializados al respecto relacionados con la ejecución del 
plan o programa en cuestión. 

 
7.12. La expresión «responsabilidades especiales en materia de medio ambiente» 

se refiere a sus responsabilidades como autoridades (por ejemplo, supervisar la 
calidad del medio ambiente, inspeccionar lugares o actividades, realizar 
investigaciones, etc.)17.  

 
7.13. La designación de las autoridades con arreglo al apartado 3 del artículo 6 se 

puede realizar de una manera general incluyéndolas en la legislación de 
aplicación de la Directiva. Por ejemplo, se podría designar como autoridad que 
se deba consultar en todos los casos, o en tipos de casos determinados, a un 
servicio nacional de inspección medioambiental. Por supuesto, sería posible 
prever exenciones de esa designación general.  

 
7.14. También se puede designar a las autoridades caso por caso, a condición de que 

la redacción de la legislación de aplicación permita este tipo de designaciones. 
La forma exacta en que se haga dependerá del ordenamiento jurídico nacional. 
Un posible método sería designar, en la legislación de aplicación, a varias 
autoridades para los propósitos de este artículo, que podrían incluir servicios 
de inspección medioambiental o departamentos de administraciones regionales 
que tengan un gran interés en el contenido de planes o programas concretos. 
En un planteamiento caso por caso, la autoridad de planificación puede 
determinar posteriormente cuáles de esas autoridades van a ser consultadas en 
casos individuales, dependiendo del contenido de cada plan o programa.  

 
7.15. Los Estados miembros también podrán decidir designar a las autoridades que 

tengan responsabilidades medioambientales de una manera más genérica, por 
ejemplo, administraciones locales vecinas. Este tipo de designación supone 

                                                           
17  En el uso que se hace aquí de la palabra «autoridades» no se incluyen los expertos (individuales) 

reconocidos, como científicos eminentes, aunque tales individuos puedan trabajar para 
autoridades públicas. 
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que las autoridades locales concretas por consultar sean las que tengan interés 
en un plan o programa, sin que sea necesario consultar a cada una de las 
autoridades locales de un país acerca de planes o programas en los que la 
mayoría no tiene interés. Este sistema se sitúa más a medio camino entre la 
designación general y la realizada específicamente para cada caso. 

 
Apartado 4 del artículo 6 
 
Los Estados miembros determinarán de qué público se trata a efectos del 
apartado 2, incluyéndose al público afectado o susceptible de ser afectado por 
el proceso de toma de decisiones derivado de la presente Directiva o que 
tenga un interés en dicho proceso, incluidas las correspondientes 
organizaciones no gubernamentales, como las que promueven la protección 
del medio ambiente y otras organizaciones interesadas. 

 
7.16. El público afectado o susceptible de ser afectado por el proceso de toma 

de decisiones derivado de la presente Directiva o que tenga interés en 
dicho proceso puede describirse como un subconjunto del público en general 
(con respecto a la definición de «público», véanse los párrafos 7.5 y 7.6). La 
presente disposición exige que los Estados miembros definan dicho 
subconjunto, al que se da la oportunidad de expresar su opinión sobre el 
proyecto de plan o programa y sobre el informe medioambiental (de acuerdo 
con el apartado 2 del artículo 6). Pero la determinación no está exenta de 
condiciones: se deberá incluir el público afectado o susceptible de ser 
afectado por el plan o programa o que tenga interés en el mismo. También se 
deberán incluir las correspondientes organizaciones no gubernamentales y 
otras organizaciones interesadas (véase más adelante). El público señalado 
puede diferir de un plan o programa a otro. En algunas situaciones, por 
ejemplo en el caso de un plan o programa de ámbito nacional, el público con 
interés o susceptible de verse afectado podría ser prácticamente toda la 
población, lo cual se deberá tener en cuenta en la determinación.  

 
7.17. Las correspondientes organizaciones no gubernamentales se consideran, 

por definición, parte del público susceptible de verse afectado o que tenga 
interés en el proceso de toma de decisiones de un plan o programa concreto 
sujeto a evaluación. Las ONG pueden tener campos de interés diferentes. 
Algunas, por ejemplo, son más activas a nivel nacional, y otras lo son a nivel 
regional o local o en temas concretos, como la naturaleza o los residuos. Al 
especificar las correspondientes ONG con arreglo al apartado 4 del artículo 6, 
los Estados miembros pueden hacerlo adaptándose a la naturaleza y el 
contenido del plan o programa en cuestión y de los intereses de las ONG. 
Quizá deban especificarse ONG que tengan intereses exclusivamente locales 
incluso en el caso de planes o programas que se refieran a localidades lejanas, 
siempre que estuviese claro que sus intereses se verían afectados por dichos 
planes o programas. 

 
Apartado 5 del artículo 6 
 
Los Estados miembros establecerán las modalidades de información y 
consulta a las autoridades y al público. 
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7.18. La organización de las modalidades de información y consulta a las 

autoridades y al público se deja al criterio de los Estados miembros. La 
legislación de aplicación de la Directiva debe servir de marco para dichas 
modalidades.  

 
7.19. Al contrario que la Directiva EIA, la Directiva 2001/42/CE no precisa ningún 

detalle sobre el método de consulta (por ejemplo, lugares donde hacerla o 
método de difusión). Por analogía con la Directiva EIA, las modalidades 
pueden, por ejemplo, especificar los lugares en los que se puede consultar la 
información, la manera en la que se podría informar al público o el modo en el 
que se harán llegar los comentarios. Los Estados miembros tienen también la 
oportunidad de estudiar modalidades de consulta más modernas, como foros 
de debate en Internet, siempre que, por su naturaleza, no se vean excluidos 
algunos sectores del público. 

 
7.20. Existen muchos métodos y técnicas diferentes de consulta pública: petición de 

comentarios escritos sobre borradores de propuestas, audiencias públicas, 
grupos de orientación, grupos de discusión, comités consultivos o 
entrevistas18. Será importante elegir la forma más adecuada de consulta para 
un determinado plan o programa. 

 
Apartado 6 del artículo 3 
 
Al realizar estudios caso por caso y al especificar los tipos de planes y 
programas, tal como dispone el apartado 5, se consultará a las autoridades 
citadas en el apartado 3 del artículo 6. 

 
7.21. Antes de determinar, de acuerdo con el artículo 3, si es necesaria una 

evaluación ambiental estratégica, se tendrá que consultar a las autoridades 
correspondientes. Cuando se siga un enfoque caso por caso, la consulta se 
deberá realizar en cada ocasión.  

 
Apartado 7 del artículo 3 
 
Los Estados miembros garantizarán que los resultados obtenidos en virtud de 
lo dispuesto en el apartado 5, junto con los motivos para no requerir una 
evaluación ambiental, de conformidad con los artículos 4 a 9, se pongan a 
disposición del público. 

 
7.22. La determinación en virtud del apartado 5 del artículo 3 sobre si es o no 

necesaria una evaluación medioambiental debe hacerse pública y, si no se 
requiere una evaluación, existe la obligación específica de que los motivos se 
den a conocer al público. Al hacer públicas las conclusiones, quizá a las 
autoridades les resulte útil el manifestar de qué manera se han tenido en cuenta 
los criterios enunciados en el anexo II. 

 

                                                           
18  En el documento de Environmental Resource Management se hace una descripción general de 

tipos de consulta, técnicas y estudios monográficos. 
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Apartado 4 del artículo 5 
 
En el momento de decidir la amplitud y el grado de especificación de la 
información que ha de constar en el informe medioambiental se consultará a 
las autoridades contempladas en el apartado 3 del artículo 6. 

 
7.23. Esta disposición establece los requisitos de la «fase de delimitación» en un 

procedimiento de evaluación medioambiental. La Directiva EIA no incluye el 
requisito de que las autoridades intervengan de forma obligatoria en esta etapa 
del procedimiento de evaluación. El requisito se introduce en la Directiva 
2001/42/CE como medio para mejorar la calidad del informe medioambiental. 
Uno de los objetivos de la delimitación es dejar menos lugar para dudas en un 
momento posterior del proceso de evaluación sobre si en el informe se 
abordan los temas correctos y si se tratan con un grado adecuado de 
especificación.  
 
Apartado 1 del artículo 7 
 
Cuando un Estado miembro considere que la ejecución de un plan o 
programa previsto para su territorio puede tener efectos significativos en el 
medio ambiente de otro Estado miembro, o cuando un Estado miembro que 
pueda verse significativamente afectado lo solicite, el Estado miembro en cuyo 
territorio se prepare el plan o programa transmitirá al otro Estado miembro 
un ejemplar del proyecto de plan o programa y el informe medioambiental 
correspondiente antes de que el plan o programa sea aprobado o tramitado 
por el procedimiento legislativo. 

 
7.24. El artículo 7 prevé la realización de consultas sobre los planes o programas 

que puedan tener efectos significativos en otros Estados miembros. A este 
respecto, la Directiva sigue el enfoque general adoptado por el Convenio de la 
CEPE sobre evaluación de impacto en el medio ambiente en un contexto 
transfronterizo (Convenio de Espoo).  

 
7.25. Los Estados miembros deberán asegurarse de haber establecido disposiciones 

que les permitan saber si efectivamente los planes o programas pueden tener 
efectos transfronterizos. 

 
Apartado 2 del artículo 7 
 
Cuando un Estado miembro reciba una copia del proyecto de plan o 
programa y el informe medioambiental de conformidad con el apartado 1, 
comunicará al Estado miembro remitente si desea entablar consultas antes de 
que el plan o programa sea aprobado o tramitado por el procedimiento 
legislativo y, en caso afirmativo, ambos Estados miembros interesados 
iniciarán consultas sobre los posibles efectos medioambientales 
transfronterizos de la ejecución del plan o programa y las medidas previstas 
para reducir o suprimir tales efectos.  

 
Cuando tengan lugar tales consultas, los Estados miembros interesados se 
pondrán de acuerdo sobre las disposiciones concretas con las que se 
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garantizará que las autoridades contempladas en el apartado 3 del artículo 6 
y el público contemplado en el apartado 4 de dicho artículo del Estado 
miembro que pueda verse afectado de manera significativa sean informados y 
tengan ocasión de manifestar su opinión dentro de un plazo razonable. 

 
7.26. Una vez activado el mecanismo transfronterizo, los Estados miembros 

intervinientes deben acordar unas disposiciones más concretas con las que 
garantizar la consulta necesaria al público y a las autoridades 
medioambientales del Estado miembro afectado. Los acuerdos bilaterales que 
se hayan establecido en el marco del Convenio de Espoo pueden, modificados 
convenientemente para que se refieran a planes y programas, servir de modelo 
para tales disposiciones. Se podrán adoptar disposiciones multilaterales si 
procede. 

 
Apartado 3 del artículo 7 
 
Cuando, con arreglo al presente artículo, los Estados miembros deban 
entablar consultas, acordarán, al comienzo de las mismas, un calendario 
razonable sobre la duración de dichas consultas. 

 
7.27. La Directiva exige que haya un calendario razonable para las consultas en 

situaciones transfronterizas. Frente a las situaciones no transfronterizas, en tal 
calendario se debe dejar tiempo suficiente para que se establezcan los 
contactos entre los Estados interesados, se determine cuáles son el público y 
las autoridades medioambientales interesadas del Estado afectado y se les 
consulte, y para que las autoridades competentes del Estado de origen estudien 
los comentarios resultantes. El proceso se puede alargar, asimismo, por 
cuestiones prácticas como la necesidad de hacer traducciones. 

 
7.28. La Directiva permite que se establezcan disposiciones ad hoc para las 

cuestiones transfronterizas. Tales disposiciones podrían ser distintas en cada 
caso, lo que puede resultar útil cuando el Estado miembro afectado desee 
designar diferentes autoridades o diferentes partes del público para someter a 
consulta distintos planes o programas.  

 
7.29. Por otra parte, sería posible acordar un marco general para las consultas 

bilaterales, dejando las disposiciones concretas para situaciones específicas. 
Esta puede ser una solución práctica cuando intervengan diversas regiones de 
un Estados miembro afectado. 

 
 Artículo 8 
 

Durante la elaboración y antes de la adopción o tramitación por el 
procedimiento legislativo del plan o programa se tendrán en cuenta el informe 
medioambiental elaborado conforme al artículo 5, las opiniones expresadas 
conforme al artículo 6 y los resultados de cualquier consulta transfronteriza 
celebrada conforme al artículo 7. 
 

7.30 Las obligaciones establecidas en el artículo 8 de la Directiva reflejan la 
naturaleza reiterativa del proceso de evaluación medioambiental aplicado a los 
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planes y programas. También reflejan la obligación recogida en el artículo 7 
de la Convención de Aarhus, que, combinada con el apartado 8 del artículo 6 
de dicha Convención, exige que en las decisiones adoptadas sobre planes y 
programas se tengan debidamente en cuenta los resultados de la participación 
pública. El requisito de facilitar la información al respecto se define en el 
artículo 9 de la Directiva (véase a continuación). 

 
Apartado 1 del artículo 9 
 
Los Estados miembros garantizarán que, cuando se apruebe un plan o 
programa, se informará a las autoridades mencionadas en el apartado 3 del 
artículo 6, al público y a todos los Estados miembros consultados en virtud 
del artículo 7, y se pondrán a su disposición los siguientes elementos: 
a) el plan o programa aprobado; 
b) una declaración que resuma de qué manera se han integrado en el plan o 
programa los aspectos medioambientales y cómo se han tomado en 
consideración, con arreglo a lo dispuesto en el artículo 8, el informe 
medioambiental elaborado de conformidad con el artículo 5, las opiniones 
expresadas de conformidad con el artículo 6 y los resultados de las consultas 
celebradas en virtud del artículo 7, así como las razones de la elección del 
plan o programa aprobado, a la vista de las demás alternativas razonables 
consideradas; y  
c) las medidas adoptadas para la supervisión, de conformidad con el artículo 
10. 

 
Apartado 2 del artículo 9 
 
Los Estados miembros establecerán las modalidades de la información 
contemplada en el apartado 1. 

 
7.31. El artículo 9 trata de la información que se ha de facilitar sobre los resultados 

finales del procedimiento de evaluación. Los Estados miembros tienen libertad 
para decidir de qué manera poner la información a disposición del público. 
Las autoridades deben proporcionar información suficiente acerca de las 
condiciones en las que se puede disponer de la información medioambiental y 
cómo obtenerla. Algunos medios para ello son las publicaciones que 
contengan información, anuncios en publicaciones oficiales o en páginas web 
de administraciones públicas, anuncios en la televisión o en la radio públicas, 
o dentro de catálogos de información medioambiental en los que se describa 
cómo obtener la información correspondiente. La notificación al público es 
similar a la de la Directiva EIA. Los Estados miembros pueden aprovechar la 
experiencia adquirida en esta directiva o establecer diferentes disposiciones 
con el mismo objetivo. 

 
7.32. Al contrario que la Directiva EIA, la Directiva 2001/42/CE no incluye 

disposiciones sobre confidencialidad con respecto al plan o programa o al 
informe medioambiental.  
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8. SUPERVISIÓN  
 
8.1. El artículo 10 amplía las obligaciones de los Estados miembros más allá de la 

fase de planificación hasta la fase de ejecución y establece la obligación de 
supervisar los efectos significativos en el medio ambiente de la aplicación de 
los planes y programas. La supervisión es un elemento importante de la 
Directiva, ya que permite comparar los resultados de la evaluación 
medioambiental con los efectos medioambientales que de hecho se producen. 

 
8.2. La Directiva no estipula cómo se han de supervisar los efectos significativos 

en el medio ambiente, por ejemplo, organismos responsables de la supervisión, 
momento y frecuencia de ésta o métodos que se deban emplear. Aunque las 
actividades de supervisión están extendidas por toda la UE, no siempre se 
puede disponer fácilmente de la información recopilada o ésta no se encuentra 
en formatos comparables, incluso dentro de la misma administración. Quizá 
los Estados miembros deseen estudiar si son necesarias medidas jurídicas o 
administrativas no sólo para garantizar, de conformidad con la Directiva, que 
se produzca la supervisión, sino también para ir más allá y hacer posible que 
los datos estén accesibles y se compartan cuando sea adecuado, de manera que 
se puedan satisfacer eficazmente las obligaciones establecidas en el artículo 
10.  

  
 Apartado 1 del artículo 10 
 

Los Estados miembros deberán supervisar los efectos de la aplicación de los 
planes y programas importantes para el medio ambiente para, entre otras 
cosas, identificar con prontitud los efectos adversos no previstos y permitirles 
llevar a cabo las medidas de reparación adecuadas. 
 

8.3. Según el artículo 10, la supervisión de los efectos significativos para el medio 
ambiente de los planes y programas a que se refiere la Directiva es obligatoria. 
Cuando se apruebe un plan o programa, se deberá informar a las autoridades 
mencionadas en el apartado 3 del artículo 6, al público y a todos los Estados 
miembros consultados en virtud del artículo 7 acerca de «las medidas 
adoptadas para la supervisión, de conformidad con el artículo 10» (letra c) del 
apartado 1 del artículo 9). 

 
8.4. La Directiva no define el significado de «supervisión». No obstante, ésta se 

puede describir en términos generales como la actividad de seguir la 
evolución, en magnitud, tiempo y espacio, de los parámetros de interés. En el 
contexto del artículo 10 y de sus referencias a los efectos adversos no previstos 
y a las medidas de reparación, la supervisión puede ser además un medio de 
verificar la información que figura en el informe medioambiental. El artículo 
10 no contiene ningún requisito técnico sobre los métodos que se deben 
emplear en la supervisión. Los métodos elegidos deberán ser aquellos de los 
que se disponga y los más adecuados en cada caso para comprobar si los 
supuestos adoptados en la evaluación medioambiental se corresponden con los 
efectos medioambientales que se producen cuando se aplica el plan o 
programa, así como para identificar con prontitud los efectos adversos no 
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previstos derivados de la aplicación del plan o programa. Es evidente que la 
supervisión se inscribe en el contexto de la evaluación medioambiental y no 
necesita de actividades de investigación científica. También el carácter (por 
ejemplo, cuantitativo o cualitativo) y el grado de detalle de la información 
medioambiental necesaria para realizar la supervisión dependen del carácter y 
del grado de detalle del plan o programa y de los efectos medioambientales 
que se hayan predicho en relación con el mismo. 

 
8.5. Si la supervisión se puede integrar satisfactoriamente en el ciclo de 

planificación habitual, quizá no sea necesario establecer, para llevarla a cabo, 
una etapa aparte. La supervisión puede coincidir, por ejemplo, con la revisión 
periódica del plan o programa, dependiendo de qué efectos se estén 
supervisando y del intervalo de tiempo entre revisiones. 

 
8.6. La supervisión debe abarcar los efectos importantes para el medio 

ambiente, lo cual incluye, en principio, todo tipo de efectos: positivos, 
negativos, previstos y no previstos19. Normalmente se tratará de los efectos 
descritos en el informe medioambiental (de acuerdo con el artículo 5 y con la 
letra f) del anexo I), por lo que la atención con frecuencia se centrará en la 
información que «se considere razonablemente necesaria, teniendo en cuenta 
los conocimientos y métodos de evaluación existentes, el contenido y grado de 
especificación del plan o programa, la fase del proceso de decisión en que se 
encuentra» (apartado 2 del artículo 5). Es posible que a veces esté justificada 
la supervisión de otros efectos (por ejemplo, efectos que no se preveían 
cuando se redactó el plan o programa).  

 
8.7. Los demás elementos del anexo I normalmente no serán pertinentes al aplicar 

el requisito de la supervisión, pero puede que en algunas circunstancias 
convenga relacionar los resultados de la supervisión con, por ejemplo, los 
problemas medioambientales, los objetivos de protección medioambiental o 
las medidas paliativas indicadas en las letras d), a) o g) del anexo I. La 
Directiva, sin embargo, no contiene requisito alguno en este sentido. 

 
8.8. El artículo 10 no parece exigir que los efectos significativos para el medio 

ambiente se supervisen directamente. La Directiva también permite que se les 
supervise indirectamente a través de, por ejemplo, los factores de presión o las 
medidas paliativas. 

 
8.9. Aplicación significa no sólo la realización de los proyectos previstos en el 

plan o programa (lo cual incluye tanto su construcción como su 
funcionamiento), sino también otras actividades (como medidas de 
comportamiento o sistemas de gestión) que formen parte del plan o programa 
(o de su aplicación). 

 
8.10. El artículo 10 exige que se supervisen los efectos significativos para el medio 

ambiente de la aplicación de todos los planes y programas sujetos a la 
Directiva. No especifica que deba hacerse para cada plan o programa 
individualmente. En vista de la flexibilidad que permite el artículo 10, un 

                                                           
19  Véase la explicación de efectos «no previstos» en el párrafo 8.12. 
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mecanismo de supervisión podrá abarcar varios planes o programas mientras 
se proporcione información suficiente sobre los efectos medioambientales de 
cada plan o programa y se satisfagan los objetivos y las obligaciones de la 
Directiva.  

 
8.11. En algunos casos, los efectos acumulados de los diferentes planes y programas 

pueden ser más fáciles de observar si se supervisan de manera conjunta.  
 
8.12. Uno de los objetivos de la supervisión señalados en el artículo 10 es la de 

identificar los efectos adversos no previstos. Es improbable que se idee un 
sistema de supervisión razonablemente aplicable que revele efectos 
completamente inesperados (si es que se materializa alguno) si no es por 
casualidad, y difícilmente podría ser esa la intención. Aunque se pudieran 
detectar cambios no previstos en el medio ambiente, podría ser difícil 
atribuirlos a la aplicación del plan o programa. Es más lógico interpretar que 
los efectos adversos no previstos se refieran a deficiencias de los pronósticos 
recogidos en el informe medioambiental (por ejemplo, con respecto a la 
intensidad predicha de un efecto medioambiental) o a efectos imprevistos 
derivados de cambios de circunstancias que hayan invalidado parcial o 
totalmente algunas suposiciones hechas en la evaluación medioambiental.  

 
8.13. Uno de los objetivos de la supervisión es que la autoridad planificadora pueda 

emprender medidas de reparación adecuadas si la supervisión pone de 
manifiesto efectos adversos en el medio ambiente que no se tuvieran en cuenta 
en la evaluación medioambiental. La Directiva, sin embargo, no exige a los 
Estados miembros que modifiquen necesariamente un plan o programa a 
resultas de la supervisión. Esto coincide con el enfoque general de la 
evaluación medioambiental, que facilita la adopción de una decisión 
informada, pero no crea unas normas medioambientales sustantivas para los 
planes o programas. Si, en el marco de su legislación nacional, los Estados 
miembros considerasen emprender medidas de reparación, desde luego sería 
de ayuda cualquier información pertinente recibida gracias a la supervisión.  

 
8.14. Si un plan o programa aprobado se modifica como consecuencia de la 

supervisión, puede que la modificación requiera nuevamente una evaluación 
medioambiental (si responde a los requisitos enunciados en la letra a) del 
artículo 2) a menos que sea una modificación menor y que los Estados 
miembros determinen que no es probable que se produzcan efectos 
significativos en el medio ambiente (apartado 3 del artículo 3). Es probable 
que las modificaciones del plan resultantes de la supervisión sirvan para 
compensar o mitigar los efectos medioambientales negativos. A la hora de 
decidir si la modificación del plan debe someterse a una evaluación 
medioambiental, uno de los factores pertinentes para determinar la 
importancia de los efectos puede ser en qué medida mejorarán los resultados 
medioambientales del plan o programa y qué efectos medioambientales han 
sido ya objeto de una evaluación medioambiental exhaustiva. 
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 Apartado 2 del artículo 10 
 

Con el fin de cumplir lo previsto en el apartado 1, podrán utilizarse 
mecanismos de supervisión ya existentes si resulta procedente, para evitar 
duplicidades de supervisión. 

 
8.15. El apartado 2 del artículo 10 ayuda a aclarar las obligaciones derivadas del 

apartado 1 del artículo 10. No es necesario reunir información sobre los 
efectos de los planes y programas específicamente para este objetivo, sino que 
se pueden emplear otras fuentes de información. El enunciado implica 
asimismo que no es obligado establecer para la supervisión una nueva etapa 
separada del proceso de planificación habitual, a condición de que el proceso 
contenga unos mecanismos de supervisión suficientes. La supervisión, por 
ejemplo, puede integrarse en la revisión periódica del plan o programa. Si no 
existen unos mecanismos de supervisión suficientes, los Estados miembros 
tendrán que desarrollarlos. 

 
8.16. La principal dificultad estriba en descubrir fuentes de información en los 

diferentes Estados miembros que sirvan de base adecuada para aplicar los 
requisitos de supervisión y, si es necesario, adaptar los mecanismos de 
supervisión existentes a los requisitos de la Directiva. De acuerdo con el 
artículo 10, se pueden emplear para la supervisión los datos recopilados en 
virtud de otros actos legislativos de la UE (por ejemplo, la Directiva marco 
sobre aguas 2000/60/CE, la Directiva 96/61/CE sobre control integrado de la 
contaminación), siempre que guarden relación con el plan o programa 
correspondiente y con sus efectos medioambientales. 

 
Aspectos y disposiciones conexos 
 
8.17. Conjuntamente, el artículo 5 y la letra i) del anexo I exigen que se informe al 

público sobre las medidas «previstas» para la supervisión, y el apartado 1 del 
artículo 9 requiere que se le informe acerca de «las medidas adoptadas para la 
supervisión». Estas disposiciones se comentaron en el párrafo 5.29. La 
información sobre las medidas de supervisión adoptadas está sujeta no sólo a 
lo dispuesto en el apartado 1 del artículo 9, sino también a las disposiciones de 
la Directiva 2003/04/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 28 de 
enero de 2003, relativa al acceso del público a la información medioambiental.  

 
8.18. Cuando proceda, la evaluación medioambiental incluirá asimismo los efectos 

medioambientales transfronterizos (véase el artículo 7 y también el 3er guión 
del apartado 2 del anexo II). Por consiguiente, también los efectos 
medioambientales transfronterizos pueden estar sujetos a supervisión. Así 
pues, en el caso de planes y programas que requieren una consulta 
transfronteriza, cualquier tipo de acuerdo alcanzado en virtud del artículo 7 
también podrá incluir medidas de supervisión. Una fuente de inspiración para 
dichos acuerdos podrían ser las disposiciones del artículo 7 del Convenio de 
Espoo. 

 
8.19. La supervisión puede ayudar en el área del control de calidad (apartado 2 del 

artículo 12). Si gracias a ella se pone de manifiesto que en la evaluación 
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medioambiental de un cierto tipo de plan o programa se pasa por alto o se 
infravalora sistemáticamente un cierto efecto, entonces la supervisión puede 
ayudar a mejorar la calidad de los futuros informes medioambientales. En 
general, la supervisión puede aportar información sobre la calidad de informes 
medioambientales existentes que se podrá emplear para la elaboración de 
futuros informes medioambientales. En este sentido, una supervisión eficaz se 
puede considerar como una herramienta de control de calidad que ayuda a 
cumplir con los requisitos establecidos en el apartado 2 del artículo 12.  
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9. RELACIÓN CON OTROS ACTOS LEGISLATIVOS COMUNITARIOS 
 
9.1. Existen solapamientos entre la Directiva y otros instrumentos legislativos 

comunitarios. En la Directiva se especifica que algunos planes y programas 
requieren una evaluación de conformidad con sus disposiciones. Algunos de 
esos planes y programas son exigidos por otros actos legislativos de la 
Comunidad que en sí pueden establecer evaluaciones medioambientales 
complementarias o de distinto tipo que las estipuladas en la Directiva 
2001/42/CE. 

 
9.2. El artículo 11 define los principales requisitos generales en lo que respecta a 

las relaciones entre la Directiva y otros instrumentos legislativos comunitarios, 
pero aparecen otros requisitos importantes en la letra b) del apartado 2 del 
artículo 3 y en el apartado 9 del mismo artículo, en el apartado 3 del artículo 5 
y en el apartado 4 del artículo 12. 

 
Apartado 1 del artículo 11 
 
La evaluación medioambiental realizada de conformidad con la presente 
Directiva se entenderá sin perjuicio de los requisitos de la Directiva 
85/337/CEE ni de cualquier otra norma comunitaria. 

 
9.3. El apartado 1 del artículo 11 significa que otros requisitos de la legislación 

comunitaria relativos a la evaluación medioambiental de planes y programas 
son aplicables de forma acumulativa con la Directiva 2001/42/CE.  

 
9.4. Uno de los criterios para activar la aplicación de la Directiva 2001/42/CE es 

que un plan o programa establezca un marco para la autorización en el futuro 
de proyectos que estén enumerados en los anexos de la Directiva EIA. Estas 
dos directivas normalmente no se solapan, ya que la Directiva 2001/42/CE es 
aplicable a planes y programas, mientras que la Directiva EIA es aplicable a 
proyectos. Los solapamientos pueden producirse cuando los planes o 
programas prevean varios proyectos a los que sea de aplicación la Directiva 
EIA (un ejemplo podrían ser los planes de transporte). En tales casos, la 
aplicación sería acumulativa. 

 
9.5. Cuando la legislación comunitaria sobre medio ambiente exija que los planes o 

programas se sometan a una evaluación medioambiental, será necesario (si 
dichos planes o programas responden a los criterios enunciados en los 
artículos 2 y 3 de la Directiva sobre evaluación ambiental estratégica) estudiar 
si esa directiva introduce elementos de evaluación adicionales. Cuando sí se 
exijan nuevos elementos, se pueden contemplar varias maneras de aplicar la 
Directiva. Por ejemplo, los Estados miembros pueden decidir introducir un 
instrumento legislativo único que aplique todas las disposiciones de la 
Directiva a todos los planes y programas a los que pueda ser aplicable. Por 
otra parte, pueden decidir introducir modificaciones en cada uno de los 
regímenes jurídicos que exijan la preparación de tal plan o programa. O se 
pueden combinar ambos métodos, estableciendo un requisito general con los 
grandes principios y modificando los pormenores de los regímenes existentes 
en caso necesario. Cuando, en virtud del apartado 1 del artículo 13 de la 
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Directiva sobre evaluación ambiental estratégica, los Estados miembros 
notifiquen las medidas que hayan adoptado, se les aconseja que expliquen, en 
aras de la claridad, el método que hayan empleado para poner en práctica tales 
disposiciones complementarias.  

 
9.6. En esta parte de las orientaciones se estudian las consecuencias de la Directiva 

sobre evaluación ambiental estratégica en algunos ejemplos de planes y 
programas basados en legislación comunitaria que podría estar estrechamente 
relacionada con la Directiva. No se ha pretendido ser exhaustivo. En el cuadro 
de las páginas 57 y 58 se presenta un resumen. Al estudiar la relación entre la 
Directiva y otra legislación comunitaria, también se debe tener en cuenta, a fin 
de determinar la condición jurídica del plan o programa, la legislación 
nacional por la que se aplican los otros actos legislativos de la Comunidad. 

 
9.7. La Directiva marco sobre aguas 2000/60/CE introduce programas de 

medidas (artículo 11) y planes hidrológicos de cuenca (artículo 13) para 
coordinar las medidas relacionadas con la calidad del agua en cada cuenca 
hidrográfica. No es posible afirmar categóricamente si un plan hidrológico de 
cuenca y un programa de medidas entran o no en el ámbito de aplicación de la 
Directiva sobre evaluación ambiental estratégica. La valoración se deberá 
hacer caso por caso. Los criterios que hay que aplicar en cada caso son los ya 
conocidos de los artículos 2 y 3 de la Directiva sobre evaluación ambiental 
estratégica. Puesto que tanto el plan hidrológico de cuenca como el programa 
de medidas vienen exigidos (por la Directiva marco sobre aguas) y deben ser 
elaborados por las autoridades, la cuestión principal es si establecen el marco 
para la autorización en el futuro de proyectos. La respuesta dependerá del 
contenido en cada caso. También será necesario estudiar en qué medida está 
presente el elemento de planificación en un plan hidrológico de cuenca si éste 
no hace sino resumir lo que ya se ha definido en los programas de medidas. 

 
9.8. La Directiva sobre nitratos (91/676/CEE) exige que se establezcan 

programas de acción para las áreas amenazadas por la contaminación por 
nitratos. Dichos programas de acción van dirigidos sobre todo a determinadas 
prácticas agrarias y no a proyectos. En algunas situaciones, sin embargo, esos 
programas pueden establecer el marco para la autorización en el futuro de 
proyectos, por ejemplo de explotaciones de ganadería intensiva. En tales casos 
se podrían considerar como «programas» a los efectos de la Directiva sobre 
evaluación ambiental estratégica, por lo que requerirán una evaluación 
medioambiental. Cuando se refieran exclusivamente a prácticas agrarias, y no 
a proyectos, no les sería aplicable la Directiva. 

 
9.9. La Directiva marco sobre residuos (75/442/CEE) exige planes de gestión de 

residuos que deben establecer los Estados miembros (artículo 7). 
Concretamente, el artículo 7 define los elementos básicos del contenido de 
esos planes. En la Directiva 91/689/CEE, sobre residuos peligrosos, y en la 
Directiva 94/62/CE, sobre envases y residuos de envases, aparecen otros 
requisitos relativos al contenido de los planes de gestión de residuos. Uno de 
los objetivos de estos planes es el de determinar lugares o instalaciones de 
eliminación adecuados. En este sentido, parece que establecen el marco para la 
autorización de proyectos de instalaciones de eliminación de residuos 



 53

(contemplados en la Directiva EIA en los puntos 9 y 10 del anexo I y en la 
letra b) del punto 11 del anexo II). A tales planes de gestión de residuos 
normalmente les sería aplicable la Directiva sobre evaluación ambiental 
estratégica, por lo que se requeriría automáticamente una evaluación, de 
conformidad con la letra a) del apartado 2 del artículo 3, siempre que se 
cumplan todas las demás condiciones de aplicación. Por otra parte, puede 
haber planes que no especifiquen directamente lugares o instalaciones de 
eliminación adecuados sino que establezcan los criterios a los que han de 
atenerse y/o que deleguen esta tarea en planes de nivel inferior (por ejemplo, 
planes regionales o provinciales). Estos planes también parece que establecen 
el marco global para la futura autorización de proyectos, por lo que se les 
debería aplicar igualmente la Directiva sobre evaluación ambiental estratégica. 
Ahora bien, puede haber planes de gestión de residuos que no especifiquen las 
zonas para futuras instalaciones de eliminación, por ejemplo, en una situación 
en la que haya suficiente capacidad de eliminación para los residuos que se 
estén generando. Un plan de gestión de este tipo puede asignar flujos de 
residuos a ciertas regiones o a ciertas vías de reciclado sin establecer «el 
marco» para proyectos, de modo que, en estos casos, es poco probable que sea 
aplicable la Directiva. 

 
9.10. La Directiva marco sobre calidad del aire 96/62/CE estipula que en las 

zonas y aglomeraciones en que los niveles de uno o más contaminantes 
rebasen ciertos valores límite, los Estados miembros elaborarán y aplicarán un 
plan o programa para regresar al valor límite dentro del plazo fijado (apartado 
3 del artículo 8). En las zonas y aglomeraciones en que el nivel de más de un 
contaminante sea superior a los valores límite, los Estados miembros 
facilitarán un plan integrado que incluya todos los contaminantes de que se 
trate (apartado 4 del artículo 8). El principal objetivo de estos planes o 
programas es mejorar la calidad del aire y, aunque pueden afectar a muchos 
sectores, no tienen que pertenecer necesariamente a ninguno de los sectores 
enumerados en la letra a) del apartado 2 del artículo 3 de la Directiva sobre 
evaluación ambiental estratégica. Pero, de conformidad con el apartado 4 del 
artículo 3, requerirán una evaluación medioambiental si establecen el marco 
para la autorización de proyectos y si el Estado miembro determina que puede 
tener efectos medioambientales significativos. El artículo 11 de la Directiva 
marco sobre calidad del aire estipula que los planes o programas que 
establezcan los Estados miembros para regresar a los valores límite se deberán 
transmitir a la Comisión. Aunque no se tenga la obligatoriedad de hacerlo, 
sería útil que se enviara a la Comisión al mismo tiempo información sobre 
alguna evaluación ambiental estratégica conexa (como la mencionada en el 
artículo 9 de la Directiva sobre evaluación ambiental estratégica).  

 
9.11. El fin de la Directiva sobre hábitats (92/43/CEE) es establecer una red 

ecológica europea coherente de zonas especiales de conservación. Estipula que 
los Estados miembros propongan lugares como zonas especiales de 
conservación y transmitan una lista de dichos lugares a la Comisión. El objeto 
es que se reconozca que la zona tiene unos valores naturales que merece la 
pena proteger. Así pues, la esencia de la propuesta es que se reconozca el valor 
medioambiental del lugar. Las propuestas en sí normalmente no darán lugar a 
una decisión de elaboración de un plan o programa, sino que sólo definen el 
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ámbito geográfico en el que se deberán aplicar las medidas de protección. Los 
efectos medioambientales derivados de este procedimiento se deben a las 
posteriores medidas de protección, y no a la propuesta de designar un lugar 
como zona especial de conservación. Por lo tanto, no es probable que la 
propuesta de designar lugares protegidos en virtud de la Directiva sobre 
hábitats requiera una evaluación en aplicación de la Directiva 2001/42/CE. 

 
9.12. La Directiva sobre evaluación ambiental estratégica no es aplicable a los 

planes y programas cofinanciados con cargo a los Fondos estructurales y el 
Fondo Europeo de Orientación y de Garantía Agrícola en los respectivos 
periodos de programación vigentes (véase el apartado 9 del artículo 3 y el 
párrafo 3.8. del presente documento). 

 
Apartado 2 del artículo 11 

 
Para aquellos planes y programas para los que existe obligación de efectuar 
una evaluación de sus efectos en el medio ambiente a la vez en virtud de la 
presente Directiva y de otras normas comunitarias, los Estados miembros 
podrán establecer procedimientos coordinados o conjuntos que cumplan los 
requisitos de la legislación comunitaria correspondiente, con objeto, entre 
otras cosas, de evitar la duplicación de las evaluaciones. 

 
9.13. Tal como se comentó anteriormente, cuando la Directiva y otros actos 

legislativos comunitarios exijan una evaluación medioambiental, ambos 
conjuntos de requisitos son aplicables de forma acumulativa. Sería absurdo 
que esto supusiera tener que realizar dos evaluaciones esencialmente similares 
sobre la misma propuesta, por lo que, para evitar la duplicación, el apartado 2 
del artículo 11 de la Directiva permite que los Estados miembros establezcan 
procedimientos coordinados o conjuntos que cumplan los requisitos de la 
legislación comunitaria correspondiente. El primer paso es averiguar si la 
Directiva 2001/42/CE y otras disposiciones comunitarias sobre evaluación 
medioambiental son aplicables simultáneamente (ver más arriba). Quizá los 
Estados miembros deseen prever entonces un procedimiento de evaluación 
medioambiental que incorpore los requisitos tanto de la Directiva como de los 
otros actos legislativos comunitarios. Al hacerlo, querrán tener en cuenta las 
orientaciones que se hayan publicado para explicar los requisitos de la 
legislación comunitaria, teniendo siempre presente que, si se planteara algún 
conflicto entre las orientaciones sobre una directiva y los requisitos indicados 
en otra, es la última la que se deberá transponer al Derecho nacional. 

 
9.14. La evaluación con arreglo a la Directiva EIA se suele realizar en una fase más 

avanzada del proceso de toma de decisiones que la correspondiente a la 
Directiva 2001/42/CE, ya que trata de proyectos y no de los planes y 
programas que establecen el marco de dichos proyectos. En algunos Estados 
miembros, sin embargo, puede haber solapamientos entre ambas directivas en 
situaciones en las que el plan o programa incluya la autorización de algún 
proyecto. 

 
9.15. En esos casos, para evitar una duplicación de evaluaciones, puede ser deseable 

introducir un procedimiento coordinado que incluya los aspectos tanto de la 
Directiva EIA como de la Directiva sobre evaluación ambiental estratégica. 
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Los requisitos básicos de ambas son semejantes, aunque teniendo en cuenta las 
características de un proyecto en un caso y de un plan o programa en el otro. 
Al contrario que la Directiva sobre evaluación ambiental estratégica, la 
Directiva EIA no exige la consulta a otras autoridades cuando se realice un 
examen caso por caso (apartado 2 del artículo 4), contiene diferentes requisitos 
en materia de notificación de decisiones sobre mecanismos de criba y no 
contiene disposiciones sobre calidad o supervisión.  

 
9.16. La Directiva marco sobre aguas y la Directiva sobre evaluación ambiental 

estratégica son complementarias y prevén una evaluación medioambiental 
bastante similar. Al analizar los textos jurídicos se observan algunas 
diferencias entre los elementos de evaluación medioambiental que incluyen. 
Por ejemplo, las disposiciones sobre participación pública en la Directiva 
marco sobre aguas se centran en los pasos necesarios para elaborar, revisar y 
actualizar los planes hidrológicos de cuenca, mientras que las de la Directiva 
sobre evaluación ambiental estratégica son de carácter más general, dado que 
se tienen que aplicar a tipos muy diferentes de planes y programas. Si al 
transponer estas directivas los Estados miembros deciden establecer un 
procedimiento común, se deberán asegurar de que reflejan correctamente las 
disposiciones de ambas. Una forma de evitar la duplicidad sería que la 
autoridad competente designada con arreglo al artículo 3 de la Directiva marco 
sobre aguas fuera también la responsable de garantizar que en los planes 
hidrológicos de cuenca se incluyeran debidamente los requisitos de la 
Directiva sobre evaluación ambiental estratégica. Hay un área en la que la 
Directiva sobre evaluación ambiental estratégica puede añadir un especial 
valor a la aplicación de la Directiva marco sobre aguas: la aplicación de las 
excepciones contempladas en el artículo 4 de esta última. Siempre que las 
expresiones «entorno en sentido amplio», «opción medioambiental 
significativamente mejor» o «desarrollo humano sostenible» se utilicen como 
criterios para aplicar una excepción, puede ser útil realizar una evaluación 
medioambiental de acuerdo con la Directiva sobre evaluación ambiental 
estratégica para justificar la excepción con arreglo a dichos criterios. 

 
9.17. Para la Directiva marco sobre aguas, se ha desarrollado una estrategia común 

de aplicación y se han elaborado numerosos documentos de orientación 
informales en los que se dan consejos más pormenorizados sobre métodos para 
aplicar la Directiva20. En algunos aspectos van más allá de los requisitos que 
figuran en el texto de esta última. Por ejemplo, el documento de orientación 
sobre la participación pública deja claro que ésta no sólo es necesaria para los 
planes hidrológicos de cuenca (como podría deducirse del artículo 14), sino 
también para los programas de medidas. El citado documento de orientación 
proporciona ejemplos útiles de cómo informar y consultar al público de 
acuerdo con la Directiva y aporta consejos sobre buenas prácticas que se 
podrían aplicar a otros muchos tipos de planes y programas contemplados en 
la Directiva sobre evaluación ambiental estratégica. Probablemente un método 
igualmente complementario resulte útil al aplicar otros aspectos de las 

                                                           
20  En estos documentos se tratan temas como análisis económico, análisis de presiones y 

repercusiones, proceso de planificación y evaluación del estado ecológico. Se publicarán a lo 
largo de 2003, si bien ya están disponibles en Internet, en la dirección: 
http://forum.europa.eu.int/Public/irc/env/wfd/library. 
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directivas (como la elaboración del informe medioambiental o las 
disposiciones sobre situaciones transfronterizas). 

 
9.18. El procedimiento de elaboración de planes de gestión de residuos de 

conformidad con lo dispuesto en la Directiva marco sobre residuos 
(75/442/CEE) no incluye una evaluación medioambiental. En general, por lo 
tanto, la evaluación medioambiental debe ser introducida en este contexto 
como algo nuevo, aunque puede que los Estados miembros tengan ya en sus 
legislaciones nacionales algunos elementos de la evaluación ambiental 
estratégica para la planificación de la gestión de residuos.  

 
9.19. Los planes y programas de los que se haya determinado que requieren una 

evaluación de conformidad con la Directiva sobre hábitats21, están también 
sujetos al procedimiento de evaluación en virtud de la Directiva sobre 
evaluación ambiental estratégica (letra b) del apartado 2 del artículo 3). Por lo 
tanto, ambas directivas se aplican de forma acumulativa en todos los planes y 
programas que influyen en los lugares protegidos en virtud de los artículos 6 ó 
7 de la Directiva sobre hábitats y se puede llevar a cabo un procedimiento 
combinado siempre que cumpla tanto los requisitos de la Directiva sobre 
evaluación ambiental estratégica como los de la Directiva sobre hábitats. En 
este caso, el procedimiento tiene que incluir las etapas que exige la Directiva 
sobre evaluación ambiental estratégica, y el criterio sustantivo en cuanto al 
efecto sobre los lugares protegidos que exige la Directiva sobre hábitats. 

 
9.20. La evaluación de conformidad con la Directiva sobre hábitats es una prueba 

para certificar que un plan no causa perjuicio a la integridad del lugar en 
cuestión; las autoridades nacionales competentes no deben aprobar un plan 
que tenga efectos negativos tales que perjudiquen al lugar a no ser que se 
cumplan las condiciones y criterios del apartado 4 del artículo 6 de la 
Directiva sobre hábitats22.  

 
9.21. La evaluación de conformidad con la Directiva sobre evaluación ambiental 

estratégica tiene una mayor amplitud: no sólo abarca los efectos en los lugares 
protegidos y las especies seleccionadas, sino también en la biodiversidad en 
general y sobre otros aspectos como la calidad del aire o el agua o el 

                                                           
21  La Directiva sobre hábitats requiere expresamente la evaluación de «planes» y no de 

«programas». Sin embargo, un «plan» según la Directiva sobre hábitats puede tener las 
características de un «programa» según la Directiva sobre evaluación ambiental estratégica, ya 
que es imposible hacer una distinción estricta entre planes y programas (véanse también los 
párrafos 3.3 a 3.6 y 3.32 del presente documento). 

22  El apartado 4 del artículo 6 estipula que «Si a pesar de las conclusiones negativas de la 
evaluación de las repercusiones sobre el lugar y a falta de soluciones alternativas, debiera 
realizarse un plan o proyecto por razones imperiosas de interés público de primer orden, 
incluidas razones de índole social o económica, el Estado miembro tomará cuantas medidas 
compensatorias sean necesarias para garantizar que la coherencia global de Natura 2000 quede 
protegida. Dicho Estado miembro informará a la Comisión de las medidas compensatorias que 
haya adoptado. 
En caso de que el lugar considerado albergue un tipo de hábitat natural y/o una especie 
prioritarios, únicamente se podrán alegar consideraciones relacionadas con la salud humana y la 
seguridad pública, o relativas a consecuencias positivas de primordial importancia para el medio 
ambiente, o bien, previa consulta a la Comisión, otras razones imperiosas de interés público de 
primer orden». 
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patrimonio cultural o arquitectónico. Los pasos de un procedimiento 
facultativo combinado de evaluación ambiental estratégica para los planes que 
se haya determinado que requieren una evaluación de conformidad con la 
Directiva sobre hábitats podrían ser los siguientes. 

 
9.22. Puesto que se ha determinado que es probable que el plan tenga efectos en un 

lugar según la Directiva sobre hábitats, siempre que cumpla los demás 
requisitos enunciados en los artículos 2 y 3 de la Directiva sobre evaluación 
ambiental estratégica, entra automáticamente en el campo de aplicación de 
dicha Directiva. 

 
9.23. Se deberán identificar, describir y evaluar, en un informe medioambiental, los 

efectos en el medio ambiente del plan o programa y las alternativas razonables 
al mismo. En el informe se incluirán los efectos en los lugares protegidos y en 
las especies seleccionadas de acuerdo con la Directiva sobre hábitats. No 
obstante, puede ser preferible describirlos en un capítulo separado, ya que las 
conclusiones sobre dichos efectos tienen carácter vinculante para la decisión 
de las autoridades competentes sobre el plan o programa. 

 
9.24. El público y las autoridades que tengan probabilidades de verse afectados por 

los efectos medioambientales de la aplicación de los planes deberán ser 
consultados de acuerdo con el artículo 6 de la Directiva sobre evaluación 
ambiental estratégica, poniendo a su disposición el proyecto de plan o 
programa y el informe medioambiental. La consulta incluirá asimismo los 
efectos del plan o programa en los lugares y las especies que estén 
especialmente protegidos en virtud de la Directiva sobre hábitats. 

 
9.25. El informe y los resultados de las consultas se deberán tener en cuenta antes de 

que se apruebe el plan o programa o que se tramite por el procedimiento 
legislativo. Si se observa que el plan o programa causa perjuicio a la 
integridad del lugar en cuestión, sólo se podrá aprobar bajo las restringidas 
condiciones descritas en el artículo 6 de la Directiva sobre hábitats. Con 
respecto a otros efectos en el medio ambiente, la legislación nacional 
pertinente con arreglo a la Directiva sobre hábitats describirá las condiciones 
en las que se podrá aprobar el plan o programa. 

 
9.26. De acuerdo con el artículo 6 de la Directiva sobre evaluación ambiental 

estratégica, se deberá informar al público y a las autoridades designadas acerca 
de la decisión adoptada sobre el plan o programa. La declaración en la que se 
resuma cómo se han integrado en el plan o programa las consideraciones 
medioambientales incluirá asimismo la decisión sobre si el plan o programa se 
ajusta a la Directiva sobre hábitats.  

 
9.27. Se tendrán que supervisar los efectos en el medio ambiente de la aplicación del 

plan o programa (artículo 10 de la Directiva sobre evaluación ambiental 
estratégica). La supervisión incluirá los efectos en los lugares y las especies 
protegidos con arreglo a la Directiva sobre hábitats. 
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Apéndice I – Orientaciones prácticas sobre supervisión 
 
Como orientación para las autoridades de los Estados miembros encargadas de 
integrar los requisitos de supervisión de la Directiva 2001/42/CE en los distintos 
procedimientos de planificación, en el presente apartado se describen varios pasos 
que podrían servir de ayuda. En esos pasos las diversas cuestiones se tratan por 
orden lógico, sin representar necesariamente una secuencia cronológica. Por otra 
parte, los conocimientos y la experiencia práctica en lo que respecta a la supervisión 
de planes y programas son por ahora relativamente limitados. Por lo tanto, los 
sistemas de supervisión deben ser flexibles y permitir adaptaciones cuando sea 
necesario.  
 
Se puede obtener información más detallada sobre la aplicación práctica del artículo 
10 en el informe «Aplicación del artículo 10 de la Directiva 2001/42/CE» elaborado 
en el marco de la red IMPEL. 
 
Determinación del ámbito de la supervisión 
 
El primer paso para diseñar un sistema de supervisión para un proceso de 
planificación es definir qué efectos medioambientales debe contemplar el sistema. El 
informe medioambiental determina el ámbito de la supervisión al señalar los 
probables efectos significativos en el medio ambiente. Así pues, los efectos 
medioambientales que se deben supervisar son, en principio, los mismos que los de la 
evaluación medioambiental. No obstante, dependiendo del tipo de plan o programa y, 
sobre todo, de su fase de aplicación, quizá convenga centrar la atención en los efectos 
medioambientales que guarden relación con la aplicación. Además, al determinar el 
ámbito de la supervisión se puede estudiar la posibilidad de emprender medidas 
paliativas. También las dificultades científicas para establecer una relación clara entre 
la aplicación de un plan o programa y los cambios en el medio ambiente pueden 
constituir un obstáculo para supervisar todos los efectos medioambientales. Por otra 
parte, se deberá realizar una comprobación para asegurarse de que durante la 
evaluación no se han pasado por alto efectos negativos del plan o programa.  
 

• La supervisión abarca en principio a los efectos medioambientales incluidos en 
el informe medioambiental. 

• Sin embargo, puede centrar la atención en algunos efectos medioambientales o 
incluir aspectos suplementarios que no eran evidentes. 

 
Especificación de la información necesaria 
El segundo paso consiste en especificar la información necesaria para averiguar las 
repercusiones medioambientales del plan o programa. Parte de esa información se 
puede conocer a partir de las causas de los correspondientes efectos23, ya que la 
repercusión del plan o programa sobre el medio ambiente se puede supervisar 
directamente (midiendo los cambios ambientales) o indirectamente, recopilando 
información, por ejemplo, sobre la aplicación de las medidas (de mitigación) previstas 

                                                           
23  Un modelo que se aplica actualmente para la cadena causal es el DPSIR (driving forces-

pressure-state-impact-response, es decir, fuerzas impulsoras, presión, estado, impacto y 
respuesta). 
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en el plan o programa o sobre factores de presión como son las emisiones o la 
cantidad de residuos. 
 
Los sistemas de supervisión examinados durante el proyecto IMPEL dedicado a la 
supervisión mostraban una tendencia a centrarse más en la aplicación de medidas y en 
los factores de presión que en las repercusiones. Ello puede deberse a la dificultad 
para establecer la relación de causa–efecto, es decir, para atribuir inequívocamente a 
la aplicación de un plan o programa un cambio en el medio ambiente que pueda estar 
influido por diversos factores. Un sistema de supervisión biológica, por ejemplo, 
puede sacar a la luz información completa sobre el estado del medio ambiente en una 
zona y sobre su evolución durante un periodo de tiempo, pero quizá no incluya ningún 
hallazgo sobre si un determinado cambio en el medio ambiente (por ejemplo, pérdida 
de una especie concreta, daños a algunos vegetales) se puede atribuir a la aplicación 
de un determinado plan de tráfico. En este caso, los datos procedentes de un sistema 
de supervisión biológica se podrían combinar con un análisis de los avances en la 
aplicación del plan de tráfico («fuerzas impulsoras») y de las medidas paliativas 
previstas en el plan. 
 
Hay que señalar que no toda la información medioambiental de la que se podría 
disponer sobre el territorio del plan es necesaria automáticamente ni útil para el 
objetivo de la supervisión. La cuestión fundamental es especificar los datos que sean 
pertinentes y representativos para el plan o programa. Un método factible para 
seleccionar la información medioambiental pertinente se presentó en el proyecto 
IMPEL sobre supervisión. Los mecanismos de supervisión para el plan de gestión de 
residuos de Viena se basaban en un conjunto de cuestiones que eran importantes para 
el seguimiento del plan (por ejemplo, pronóstico sobre la cantidad de residuos en los 
próximos años, pronóstico sobre la reducción de emisiones, logro de objetivos, etc.)24. 
También se empleará en muchos casos un conjunto de indicadores como marco para 
seleccionar la información medioambiental pertinente. Una función clave de los 
indicadores o del conjunto de cuestiones empleadas en Viena es la de condensar los 
datos medioambientales en información que también sea comprensible para los no 
expertos (que son los que normalmente tomarán decisiones sobre la introducción de 
nuevas medidas).  
 
Por supuesto, al determinar qué datos medioambientales se necesitan, también se 
deberán tener en cuenta la fiabilidad y la disponibilidad de los respectivos datos 
dentro del periodo de planificación. 
 

• Es útil especificar y seleccionar la información medioambiental que sea 
necesaria para supervisar los efectos medioambientales pertinentes.  

• Los efectos medioambientales también se pueden supervisar indirectamente 
observando sus causas (como son los factores de presión o las medidas 
paliativas). 

• Los indicadores o un conjunto de cuestiones pueden servir de marco que 
ayude a especificar la información medioambiental pertinente. También 
ayudan a condensar los datos medioambientales en información comprensible. 

 
 
                                                           
24  Para conocer más detalles, véase el informe definitivo del proyecto IMPEL. 
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Localización de las fuentes de información existentes 
El tercer paso consiste en localizar las fuentes de información existentes para la 
información que se necesita sobre la situación del medio ambiente. Que esta búsqueda 
tenga éxito depende del plan o programa y de los sistemas de supervisión que existan 
para los factores medioambientales en cuestión. Se presentan a continuación dos 
importantes fuentes de información ambiental que pueden ser de utilidad para 
supervisar los efectos significativos en el medio ambiente de planes y programas. 
 
a) Datos sobre proyectos concretos 
La primera fuente de datos contiene datos medioambientales sobre los proyectos para 
los que el plan establece el marco. Los datos medioambientales procedentes de 
proyectos son generados y recopilados en diferentes etapas de la realización de estos 
últimos. Durante la fase de autorización de un proyecto, se reúne información sobre 
sus efectos probables en el medio ambiente con el fin de realizar la evaluación del 
impacto ambiental (aunque los datos reunidos en un procedimiento de EIA también 
tienen un carácter de pronóstico, normalmente son más detallados que los del nivel de 
planificación) o para otros procedimientos de autorización. Durante la construcción y 
el funcionamiento, el proyecto se somete a inspecciones para comprobar que las 
condiciones definidas en la autorización se cumplen en la práctica. Además, la 
Directiva sobre control integrado de la contaminación exige la creación de un registro 
de emisiones contaminantes que incluya las emisiones procedentes de gran número de 
instalaciones industriales25. 
 
Los datos procedentes de proyectos incluyen, la mayoría de las veces, los factores de 
presión como las emisiones y también, en cierta medida, los efectos 
medioambientales. Estos datos pueden ayudar a comparar la predicción de efectos 
medioambientales y el cumplimiento de objetivos medioambientales en el nivel de 
planificación con los efectos reales resultantes de la aplicación del plan o programa.  
 
Normalmente, la información sobre proyectos es recopilada por autoridades diferentes 
a las encargadas de supervisar los planes y programas. Por lo tanto, si el sistema de 
supervisión va a depender de datos relacionados con proyectos, se debe garantizar que 
esos datos se pongan a disposición de la autoridad supervisora. También se debe tener 
en cuenta que la información sobre proyectos se centra fundamentalmente en los 
efectos medioambientales de pequeña escala, mientras que la evaluación ambiental 
estratégica normalmente se realiza para planes o programas de gran escala. Por lo 
tanto, la información procedente de proyectos se deberá procesar, agrupar y resumir 
para poder emplearla en la supervisión de un plan o programa.  
 
b) Supervisión medioambiental general 
La segunda fuente de información medioambiental, más extendida, son los sistemas 
de supervisión medioambiental general, entre ellos las estadísticas que proporcionan 
datos medioambientales no relacionados específicamente con planes, programas o 
proyectos. Aunque estos datos muestran los cambios que se producen en el medio 
ambiente y, por lo tanto, los efectos medioambientales, sólo permiten extraer 
conclusiones limitadas sobre las repercusiones derivadas de la aplicación del plan o 
                                                           
25  En el informe definitivo del proyecto IMPEL figura una panorámica completa de la legislación 

comunitaria en la que se exige la recopilación de datos medioambientales relacionados con 
proyectos. 
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programa (ya que la relación causa-efecto es difícil de determinar). Sin embargo, 
estos datos pueden servir para averiguar si se han alcanzado los objetivos y metas 
medioambientales incluidos en un plan o programa. También pueden dar una idea 
sobre la eficacia de las medidas adoptadas o previstas para alcanzar dichos objetivos. 
Esas fuentes consistentes en sistemas de supervisión medioambiental general, 
estadísticas e investigaciones, se pueden encontrar en todos los Estados miembros y, 
en gran medida, son exigidas además por la legislación comunitaria (por ejemplo, en 
los artículos 5 y 8 de la Directiva marco sobre aguas 2000/60/CE o en la Directiva 
sobre el ozono en el aire ambiente 2002/3/CE)26. 
 

• Se pueden encontrar fuentes de información medioambiental procedente de 
proyectos (por ejemplo, información reunida en los procedimientos de EIA o 
registros de emisiones creados con arreglo a la Directiva sobre control 
integrado de la contaminación).  

• La información medioambiental procedente de proyectos incluye los factores 
de presión y los efectos medioambientales. Esta información se debe agrupar y 
resumir cuando se emplea en el nivel de planificación. 

• Los sistemas de supervisión medioambiental general aportan datos 
medioambientales con los que se detectan cambios en el medio ambiente. 
Dichos datos ayudan a verificar la consecución de objetivos medioambientales, 
pero sólo permiten en cierta medida atribuir a la aplicación de un plan o 
programa los cambios producidos en el medio ambiente.  

• La legislación comunitaria contiene diversas disposiciones que exigen la 
recopilación de datos medioambientales que podrían ser de utilidad para los 
objetivos del artículo 10. 

 
Colmar las lagunas de información  
El cuarto paso consiste en cubrir las lagunas que se detecten al comparar las fuentes 
de información existentes con las necesidades de información para el plan o programa 
en cuestión derivadas del artículo 10. En algunos casos, la información puede ser 
suficiente para satisfacer los requisitos del artículo 10, pero quizá sea necesario prever 
un intercambio continuo de información entre las autoridades que recopilan la 
información y la autoridad encargada de la supervisión. En otros casos, puede que se 
tengan que ampliar los sistemas de supervisión existentes incluyendo aspectos 
suplementarios o puntos de medición. No obstante, hay que recalcar que la 
supervisión con arreglo al artículo 10 tiene un propósito limitado, que es detectar las 
deficiencias de la evaluación medioambiental, y que no es un ejercicio científico 
autónomo. Esto es algo que habrá que tener siempre presente cuando se esté pensando 
en ampliar los sistemas de supervisión existentes o en instalar alguno nuevo. 
 
Integración de la supervisión en el sistema de planificación 
El quinto paso es integrar la supervisión en el sistema de planificación. Como se dijo 
antes, la supervisión no tiene por qué constituir una etapa separada dentro del 
procedimiento de planificación, sino que puede formar parte del sistema de 
planificación habitual. Una buena ocasión dentro del proceso administrativo para 
integrar la supervisión exigida por la Directiva sobre evaluación ambiental estratégica 
parece ser la revisión periódica de un plan o programa existente. De no existir tal 

                                                           
26  En el informe definitivo del proyecto IMPEL se hace una descripción general más detallada de 

la legislación comunitaria correspondiente.  
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revisión periódica, habrá que establecer el momento y la frecuencia de supervisión de 
los efectos del plan o programa, ya sea como norma general o en cada informe 
medioambiental. 
 
En cualquier caso, habrá que adoptar algunas disposiciones de procedimiento a fin de 
que el sistema de supervisión funcione eficazmente. Se deberá determinar qué 
autoridad (u organismo) se encargará de las diferentes tareas de supervisión: 
recopilación de la información medioambiental, tratamiento y evaluación de la 
información. Por otra parte, es importante que la información pertinente se envíe a la 
autoridad correspondiente en la forma adecuada (por ejemplo, los datos 
medioambientales deberían explicarse y reunirse en un documento comprensible 
cuando se presenten a un órgano decisorio).  
 
Al establecer los mecanismos de supervisión no hay que olvidar que la supervisión no 
termina con la recopilación de información medioambiental, sino que incluye además 
su evaluación. 
 

• La supervisión se puede integrar en el sistema de planificación. 
• Una supervisión eficaz pasa por determinar la autoridad o autoridades 

competentes y el momento y la frecuencia de las medidas de supervisión.  
• Los mecanismos de supervisión deberán incluir asimismo la evaluación de la 

información medioambiental. 
 
Medidas de reparación 
La información medioambiental que se reciba a través de la supervisión puede ser de 
ayuda cuando se estudien medidas de reparación adecuadas en el marco de la 
legislación nacional. El artículo 10, sin embargo, no establece como obligación que se 
emprendan medidas de reparación. Este apartado, por lo tanto, sólo contiene 
reflexiones de índole general sobre las medidas paliativas.  
 
Puede ser útil determinar criterios que desencadenen el estudio de medidas de 
reparación. La legislación vigente de algunos Estados miembros contiene ya 
disposiciones generales que exigen una revisión del plan si resulta necesario para 
garantizar la evolución deseada (por ejemplo, un desarrollo urbano equilibrado).  
 
Las medidas de reparación se pueden adoptar a diferentes niveles. En el nivel de 
planificación, se puede volver atrás en la decisión de adoptar un plan o programa y 
aprobar uno nuevo o modificar el plan o programa existente. Si el ordenamiento 
jurídico de los Estados miembros lo permite, también se podrían adoptar medidas de 
reparación en el nivel de aplicación. Esto puede significar, concretamente, que las 
afirmaciones hechas en el plan o programa de las que haya demostrado que son 
incorrectas o que se basaban en supuestos incorrectos ya no se consideran como 
marco para la autorización de proyectos concretos. 
  
Las medidas de reparación adoptadas en el nivel de planificación también se podrían 
combinar con medidas similares en el nivel de aplicación. Esto supondría la 
modificación del plan o programa teniendo en cuenta la nueva información acerca de 
sus efectos en el medio ambiente. Para evitar la realización de proyectos mientras el 
(antiguo) plan o programa esté aún en vigor y que pudieran contravenir la 
modificación prevista del plan o programa, se podrían aplazar los procedimientos de 
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autorización de proyectos o se podrían adoptar las decisiones sobre los proyectos sin 
hacer referencia al plan o programa si el ordenamiento jurídico nacional lo permite. 
 

• Puede ser útil determinar criterios que desencadenen el estudio de medidas de 
reparación.  

• Las medidas de reparación se pueden adoptar tanto en el nivel de 
planificación como en el de aplicación. 
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